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a historia reciente de Guatemala está marcada por el proce-
so de paz iniciado en 1987 y que culminó el 29 de diciembre 
de 1996 con la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera. 
Este Acuerdo y el proceso seguido pusieron fin a 36 años de 
conflicto y sentaron las bases para que Guatemala comen-
zara a tener una sociedad verdaderamente democrática. España tuvo 
un papel especialmente relevante en este proceso ayudando de mane-
ra decidida a llevar a buen puerto la hoja de ruta planteada.
Casi al mismo tiempo, en 1988, se crea la Agencia Española de Co-
operación Internacional para el Desarrollo (AECID), la coincidencia de 
estos dos acontecimientos no es casual. El compromiso de España, 
de sus instituciones y de su sociedad civil, con el desarrollo y el com-
bate a las desigualdades ha marcado nuestra política internacional. 
Asimis mo, ha cristalizado en la necesidad de contar con una arqui-
tectura institucional adecuada para canalizar el sentir solidario del 
pueblo español que se ha convertido en una seña de identidad indis-
cutible de nuestro país. 
En esta publicación, que recoge los testimonios de 25 personali-
dades guatemaltecas, son referencia obligada los Acuerdos de Paz 
y el papel jugado por España pero también se mencionan los retos 
que actualmente enfrenta la sociedad guatemalteca. Nuestra coope-
ración ha encarado de manera decidida las dificultades que afectan 
a Guatemala en su proceso de desarrollo y los testimonios aquí reco-
gidos así lo atestiguan. 
Resulta especialmente motivador constatar que la Cooperación 
Española durante estos 25 años ha contribuido a crear espacios de 
institucionalidad para ayudar a superar situaciones especialmen-
te complejas, como puede ser la atención a las mujeres objeto de 
violencia de género o el apoyo a organizaciones de la sociedad civil 
que han ayudado a que la atención básica en salud o la cobertura en 
educación llegue a poblaciones situadas en lugares difícilmente ac-
cesibles, sin olvidar el trabajo realizado para recuperar espacios con 
gran valor histórico y cultural ni la atención prestada a las victimas de 
fenómenos naturales. 
Esta publicación y los comentarios en ella recogidos nos animan 
a seguir adelante, a seguir colaborando con las instituciones y con la 
sociedad civil guatemalteca en su proceso de desarrollo. Durante es-
tos 25 años hemos aprendido mucho y nos estamos transformando 
para ser cada vez más eficaces y, en este sentido, la adopción de nue-
vos instrumentos y modalidades de cooperación hará que nuestra 
asociación de desarrollo con Guatemala sea cada vez más fructífera.
Gonzalo Robles 
Secretario General de 
Cooperación Internacional 
para el Desarrollo (SGCID).
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spaña ha creído siempre que para que la ayuda al desarrollo resulte efectiva es imprescindible 
enfocarla y canalizarla en armonía con las instituciones públicas y civiles del país receptor. La 
unión y coordinación de esfuerzos con la Administración y la sociedad local es uno de los ras-
gos que definen y diferencian el trabajo de la Agencia Española de Cooperación Internacional 
al Desarrollo (AECID). Por ese motivo, en el marco de la celebración de su 25 aniversario, la Ofi-
cina Técnica de Cooperación (OTC) ha querido reconocer la labor de los guatemaltecos y guatemaltecas 
que, con su esfuerzo diario, hacen posible que la ayuda del pueblo español se convierta en herramientas 
de progreso para Guatemala. 
Las 25 personas cuyos testimonios se reproducen a continuación proceden de muy diferentes ám-
bitos de la sociedad. Hay representantes de las más altas instituciones políticas, operadores de justicia, 
líderes indígenas, autoridades municipales, activistas de Derechos Humanos y artistas. Un crisol que re-
fleja la riqueza étnica y cultural de Guatemala y también la vocación multisectorial que ha definido los 
proyectos impulsados por la AECID durante el último cuarto de siglo. 
Si Thelma Aldana, fiscal general, y Alba Alvizuris, jueza de femicidio, representan la determinación por 
fortalecer la justicia y defender los derechos de las mujeres, el ministro Luis Enrique Monterroso encarna 
el esfuerzo por reducir las todavía alarmantes cifras de desnutrición infantil. Si María Trinidad Gutiérrez y 
Gloria Laynez simbolizan la lucha por los derechos de los pueblos indígenas, la antropóloga Rosa Chan, 
el cantautor El Gordo o las componentes de la compañía teatral Las Poderosas son testigos de nuestra 
apuesta por la promoción de la cultura como motor de desarrollo e integración social. 
Estas 25 figuras constatan también la variedad de enfoques con que la AECID aborda cada problemá-
tica según su naturaleza. William Fuentes, de la Mancomunidad de Municipios de la Cuenca del Río Na-
ranjo, representa la apuesta por fortalecer a las autoridades locales, que han demostrado ser un efectivo 
vehículo para canalizar la ayuda al desarrollo rural. Vinicio Cerezo, en cambio, ilustra la decidida voluntad 
de promover la integración regional como respuesta a algunos de los problemas que comparten los paí-
ses de Centroamérica, como la grave amenaza del crimen organizado. Cerezo, al igual que el también ex 
presidente Álvaro Arzú, puede dar fe de la fidelidad que ha marcado la relación de la Cooperación Espa-
ñola con Guatemala. Los dos contaron con la complicidad de España durante el proceso de paz iniciado 
a finales de los años 80 y ambos trabajan con la AECID, desde sus funciones actuales, 20 años después.  
Estos testimonios son, al mismo tiempo, una prueba del coraje y el compromiso con los que mi-
llones de guatemaltecos y guatemaltecas plantan cara a las adversidades y trabajan cada día con la 
esperanza de generar progreso para su país. Su constante labor y las precarias condiciones que algu-
nos de ellos padecen, sin embargo, nos recuerdan que aún existen grandes carencias e importantes 
obstáculos que superar.
Pero, por encima de todo, estos 25 protagonistas demuestran que el esfuerzo llevado a cabo por Espa-
ña y Guatemala durante el último cuarto de siglo ha valido la pena. El agradecimiento sincero expresado 
en estos testimonios me satisface mucho como embajador y como ciudadano español. Por eso, esta pu-
blicación tiene como objetivo reconocer la labor realizada hasta el momento, pero también dejar cons-
tancia del compromiso por seguir trabajando de la mano con la sociedad guatemalteca. La experiencia 
acumulada durante este cuarto de siglo nos ha otorgado un profundo conocimiento sobre la realidad 
del país, sus fortalezas y sus debilidades. Nuestros técnicos trabajan ya para que ese conocimiento se 
traduzca en nuevas herramientas que nos permitan seguir construyendo el camino hacia la prosperidad 
que todos deseamos.   
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Es abogada y notaria por 
la Universidad de San Car-
los de Guatemala (Usac) y 
magíster en Derecho Civil 
y Procesal Civil por la Usac, 
donde también cursó una 
maestría en Derechos de 
las Mujeres, Género y Ac-
ceso a la Justicia. 
Fue elegida fiscal general 
y jefa del Ministerio Públi-
co el 9 de mayo de 2014. 
Antes ejerció como presi-
denta del Organismo Judi-
cial y de la Corte Suprema 
de Justicia.
Según un estudio publicado por Naciones  
Unidas en 2012, Guatemala es el segundo país  
del mundo donde más mujeres mueren 
asesinadas: 92.4 por cada millón de habitantes.
El Instituto Nacional de Ciencias Forenses (Inacif) 
cifró en 737 el número de mujeres asesinadas  
en Guatemala a lo largo de 2013,  
83 menos que en 2010.
Muchos años antes de ser fiscal general de la República, cargo 
que ocupa desde 2014, Thel-
ma Aldana fue conserje de un 
juzgado de familia en Quetzal-
tenango. Entre sus cometidos 
estaba recibir a las mujeres que 
acudían a denunciar malos tra-
tos. En la mayoría de ocasiones 
no entendía lo que le decían, 
porque no hablaban español, 
pero los golpes resultaban sufi-
cientemente elocuentes. 
La “violencia extrema” que, 
según Aldana, sufrían aque-
llas mujeres le causó tanto im-
pacto como la reacción de los 
oficiales del juzgado. “Vuelva 
a casa y atienda a su esposo 
co mo es debido”, les decían. 
Al gunas llevaban cinturones 
de castidad. Se los colocaban 
sus esposos cuando se iban a 
tra bajar a la costa sur. “Aque-
llo me generaba un profundo 
sentimiento de rechazo, pero 
entonces todavía no tenía la 
conciencia de que se trataba 
de un abuso extremo”, explica 
la actual fiscal general.
Años después, mientras e jer ­
cía como abogada, Aldana re ­
cibió una beca para realizar una 
maestría sobre Derecho de las 
Mujeres, Género y Acceso a 
la Justicia en la Universidad 
de San Carlos de Guatemala 
(Usac). Aquella experiencia le 
sir vió para comprender mejor 
la rea lidad que había vivido 
en Quet zaltenango y para co-
nocer el origen de la desigual-
dad y de la violencia como 
delito. Durante los últimos 
meses de la maestría, Aldana 
fue nombrada magistrada de la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ). 
“Aunque era la única mujer en 
la Corte, cuando terminé la 
maestría sabía muy bien lo que 
debía hacer”, recuerda. 
En 2009, la entonces magis-
trada diseñó un proyecto para 
crear la Justicia Especializada 
con Enfoque de Género. Antes 
de presentarlo al Pleno de la CSJ 
o a otra institución del Estado, 
Aldana acudió a la Cooperación 
Española. El respaldo que obtu-
vo le otorgó la confianza para 
plantear su proyecto. “Salí de 
la reunión con la certeza de que 
el proyecto no iba a fracasar y 
con esa tranquilidad lo expuse 
ante el Pleno de la Corte. Ese 
momento marcó una antes y un 
después en la historia de Gua­
tema la”, recuerda. 
El objetivo más urgente de 
Aldana era acabar con la im-
punidad de la que gozaban 
los delitos contra las mujeres 
y sensibilizar a los operadores 
del Organismo Judicial (OJ). La 
Ley contra el Femicidio y otras 
formas de Violencia contra la 
Mujer había sido promulgada 
un año atrás, pero la justicia 
guatemalteca no tenía capa-
cidad para convertirla en un 
instrumento eficaz por falta de 
recursos y personal especiali-
zado. “La ley existía, pero no se 
implementaba porque no había 
siquiera la visión de atender la 
violencia hacia la mujer”, ase-
gura Aldana.
En 2010, se inauguraron en 
Guatemala, Quetzaltenango y 
Chiquimula los primeros Juz-
gados  Especializados en Deli-
tos de Femicidio y otras formas 
de Violencia contra la Mujer de 
América Latina. Hoy, la Justicia 
Especializada con Enfoque de 
Género está presente en 11 de 
los 22 departamentos del país. 
Todos los juzgados han conta-
do con el apoyo técnico de la 
AECID, que participó en el pro-
ceso de implementación me-
diante la capacitación de jueces 
y auxiliares y la dotación de 
parte del equipamiento nece­
sario para su funcionamiento. 
España también promovió un 
proceso de sensibilización en el 
que participaron más de ocho 
mil funcionarios del OJ e im-
pulsó la instauración del Sis-
tema de Atención Integral a la 
víctima (SAI), que logró redu-
cir en más de un 20 por ciento 
el tiempo para la expedición de 
medidas de seguridad a las víc-
timas de malos tratos. 
“Sin el apoyo político y téc-
nico de la Cooperación Espa-
ñola hubiera sido sumamente 
difícil llevar a la realidad la Jus-
ticia Especializada con Enfo-
que de Género, que es un tema 
complicado de posicionar en 
una sociedad patriarcal como 
la guatemalteca. La ayuda de 
España ha dejado una huella 
que puede medirse cada día”, 
reconoce Aldana. 
Combatir la violencia contra 
las mujeres es todavía uno de 
los grandes desafíos de Guate-
mala, pero, según la fiscal gene-
ral, la sociedad ya tiene la cons-
ciencia de que existe un sistema 
que va a juzgar a los agresores 
y proteger a las víctimas. La 
principal conquista de la Justi-
cia Especializada con Enfoque 
de Género ha sido difundir la 
cultura de la denuncia, prác-
ticamente inexistente hace un 
par de décadas. Entre 2008, fe-
cha en que se aprobó la Ley de 
Femicidio, y 2012, el número de 
denuncias recibidas por el Mi-
nisterio Público se incrementó 
en un 550 por ciento. Aunque 
se calcula que los juzgados es-
pecializados tienen un 80 por 
ciento más de capacidad para 
resolver casos de femicidio que 
los no especializados, atender 
el creciente volumen de denun-
cias es y continuará siendo uno 
de los principales desafíos de la 
justicia guatemalteca.
theLma aLdana
[Fiscal General y jeFa del Ministerio Público]
durante su etapa 
como magistrada 
de la corte suprema 
de justicia, la actual 
fiscal general puso en 
marcha los juzgados 
especializados en 
Femicidio y otras 
formas de Violencia 
contra la Mujer, que 
actualmente sirven de 
modelo a otros países 
de américa latina. 
El apoyo de la 
Cooperación Española 
marcó un antes y un 
después en la lucha 
contra la violencia de 
género en Guatemala”
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Alba Alvizuris dictó la pri mera sentencia por femicidio de Guatemala 
cuan do ejercía de jueza de sen-
tencia penal en un tribunal de 
Villa Nueva, el segundo munici-
pio más poblado del país y una 
de las zonas con mayor índice 
de delincuencia. Fue en sep-
tiembre de 2008. Aunque la Ley 
contra el Femicidio había sido 
promulgada unos meses antes, 
ese caso puso de manifiesto que 
el marco legal no era suficiente 
para garantizar los derechos de 
las mujeres en Guatemala. 
La noche en que se produjo el 
femicidio, la Policía Nacional Ci-
vil (PNC) acudió al lugar de los 
hechos en tres ocasiones alertada 
por diferentes vecinos. Todos ase-
guraban escuchar gritos sospe-
chosos en una vivienda cercana a 
la suya. Sólo a la tercera visita de-
cidieron los agentes irrumpir en 
el inmueble. Cuando lo hicieron, 
la mujer ya había muerto dego-
llada. “A pesar de que ya existía 
una Ley contra la Violencia Intra-
familiar, aún se consideraba que 
lo que sucedía en el interior de 
una vivienda era algo privado en 
lo que la Policía no debía inmis-
cuirse”, explica la jueza.
El retraso de los agentes en 
intervenir no fue el único obs-
táculo que tuvo que superar la 
investigación. En las primeras 
pesquisas se consideró que el 
crimen había sido un ajuste de 
cuentas interno entre miembros 
de una pandilla. La indumenta-
ria de la mujer, que vestía falda 
corta y botas altas, hizo concluir 
a los investigadores que era in-
tegrante de la pandilla. Final-
mente se demostró que había 
si do elegida al azar para ser uti-
lizada en el ritual de iniciación 
de unos jóvenes que aspiraban 
a entrar en la organización. Mu­
ti lar viva a una mujer es una de 
las pruebas que deben superar 
para demostrar que son su fi­
cien temente sanguinarios. El lí­
der del grupo fue sentenciado a 
50 años de prisión.
Ese caso ilustra algunos de 
las limitaciones que enfrentaban 
los tribunales guatemaltecos a 
la hora de juzgar crímenes con-
tra mujeres. Pero había más. El 
principal, según Alvizuris, era 
la falta de colaboración de las 
víc timas. Las agredidas solían 
arrepentirse y no acudían a de-
clarar. Cuando lo hacían, era pa­
ra retractarse de su acusación y 
pedir la absolución del acusado. 
No se sentían víctimas, asumían 
su situación como normal.  
Dos años después de aquella 
sentencia, Alba Alvizuris reci-
bió la llamada de Thelma Alda-
na, entonces magistrada de la 
Corte Suprema de Justicia, para 
incorporarse a uno de los recién 
estrenados Juzgados Especiali-
zados en Femicidio, puestos en 
marcha por Aldana con apoyo 
de la Cooperación Española. 
Desde entonces, esta jueza ha 
visto casos tan brutales o más 
que el ocurrido en Villa Nueva 
en 2008, pero hoy cuenta con 
más y mejores herramientas 
para impartir justicia. 
Gracias a la formación que 
recibieron, y aún reciben, los di-
ferentes operadores vinculados 
a la Justicia Especializada con 
Enfoque de Género, la mayoría 
de los agentes de Policía no cree 
ya que los gritos de una mujer 
en el interior de una vivienda 
constituyan un asunto privado 
que no les compete. Y cada vez 
son menos las mujeres que se 
retractan de su denuncia e in-
tentan encubrir a su agresor. 
Entre las aportaciones más 
valiosas de la Justicia Especiali-
zada con Enfoque de Género en 
Guatemala está la creación del 
Sistema de Atención Integral 
a la víctima (SAI), compuesto 
por psicólogos y trabajadores 
so ciales. A cada expediente que 
ingresa se le asigna un profesio-
nal que da seguimiento al caso, 
atiende a la víctima y se ase gura 
de que reciba las medi das de 
protección necesarias. Las mu ­
jeres que lo desean pueden o p­
tar a programas, públicos o pri­
vados, en los que reciben for ma ­
ción para ejercer un oficio y ser 
económi ca mente inde pen dien ­
tes. El re sultado, se gún Al vi zu ­
ris, es que las agredi das ca da 
vez par ti cipan más en los pro ­
cesos, lo que facilita en gran me ­
dida la labor de los tribuna les: 
“El SAI es un avance extraor­
dinario para el sistema de justi-
cia y para la sociedad guatemal-
teca en general. Sin el apoyo de 
España este proyecto no habría 
podido llevarse a cabo”. 
La Justicia Especializada con 
Enfoque de Género inició con 12 
jueces en tres departamentos y 
actualmente está presente en 11 
departamentos. Los resultados 
de estos tribunales, pioneros 
en Amé rica Latina, se plasman 
en un exponencial aumento del 
nú me ro de denuncias y tam-
bién en un notable incremento 
de las sentencias. Aunque en la 
ma yo ría de casos las denuncias 
provienen de personas allega-
das (vecinos o familiares) y no 
de la propia víctima, Alvizuris 
cree que en los últimos años se 
está logran do un lento pero irre-
versible cambio de mentali dad 
en Guatemala: “Es tamos consi­
guiendo desarraigar los patrones 
culturales que du rante años han 
servido para justificar la violen ­
cia contra las mujeres”. 
aLba aLVizuRis
[Presidenta del tribunal PluriPersonal de FeMicidio 
y otras ForMas de Violencia contra la Mujer]
dictó la primera 
sentencia por 
femicidio de 
Guatemala, en 2008, 
y actualmente preside 
uno de los tribunales 
especializados en 
Femicidio y otras 
formas de Violencia 
contra la Mujer. aLba Leticia  
aLVizuRis  
tORRes
Ciudad de Guatemala, 1969.
Es abogada y notaria por 
la Universidad de San Car-
los de Guatemala (Usac) 
y graduada de la primera 
promoción de la maestría 
en Derecho de las Muje-
res, Género y Acceso a la 
Justicia de la Usac. 
Ejerció como jueza presi-
denta de Sentencia en el 
municipio de Villa Nueva, 
antes de integrar el equipo 
fundador del Tribunal Plu-
ripersonal de Femicidio y 
otras formas de Violencia 
contra la Mujer, que ac-
tualmente preside. Su la-
bor ha sido reconocida por 
la Corte Suprema de Justi-
cia de Guatemala y por la 
Embajada de España.
Según la Ley contra el Femicidio, aprobada en 
2008, comete este delito “quien, en el  marco de 
las relaciones desiguales de poder entre hombres 
y mujeres, diere muerte a una mujer por su 
condición de mujer”.
Entre enero y julio de 2014, el Ministerio Público 
registró 1.468 denuncias por delitos de violencia 
contra mujeres. En ese periodo, 444 mujeres 
murieron asesinadas en Guatemala, 29 menos 
que en el mismo intervalo de 2013.
Sin el aporte de 
España, habría sido  
casi imposible 




En octubre de 1998 el hura-cán Mitch atravesó Cen ­troamérica dejando a su 
paso 11.000 personas fallecidas 
y cerca de 8.000 desaparecidos. 
Los daños materiales alcanza-
ron los 5.000 millones de dólares. 
Honduras y Nicaragua fueron 
los países más afectados, pero 
en Guatemala las inundaciones 
destruyeron cultivos e infraes-
tructuras y dejaron a más de 
100.000 personas sin hogar. El 
desastre se cebó especialmente 
con los sectores más vulnera-
bles de la sociedad.
Reconstruir las viviendas per ­
didas era una de las muchas ne­
cesidades que acuciaban enton-
ces a Guatemala, pe ro el país es-
taba desborda do. Los daños fue-
ron muy profundos y no había 
recursos económicos ni huma-
nos para atender tanta necesi-
dad. Por ese motivo, la Coope-
ración Española propuso crear 
una Escuela Taller, modelo que 
ya había probado con éxito en 
otras ciudades de América. La 
idea era for mar a los habitantes 
de las áreas más afectadas para 
que pudieran ser ellos mismos 
quienes llevasen a cabo los tra ­
bajos. El objetivo era ayudar a 
la reconstrucción y a la vez for-
mar profesionalmente a perso-
nas que en una semana habían 
perdido todas sus pertenencias 
y, en muchos casos, sus medios 
de subsistencia. 
En 1999 se inauguró la Es-
cuela Taller en el popular ba-
rrio de Gerona, en la ciudad 
capital. Veinticinco alumnos 
re ci bieron formación en albañi ­
lería, carpintería, fontanería, 
electricidad y forja. Ellos mis-
mos ayudaron a restaurar la 
antigua estación de tren que se 
convirtió en la sede del centro 
y construyeron 40 hogares para 
familias que se habían queda-
do en la calle. La experiencia 
resultó positiva y el proyecto 
se prolongó con la colabora-
ción de la Municipalidad de 
Gua temala. En 2014, la Escuela 
Ta ller de la capital cumplió 15 
años. A lo largo de ese tiempo 
ha formado profesionalmente a 
más de 400 jóvenes, algunos de 
los cuales se han incorporado 
al equipo de trabajo de la Mu-
nicipalidad. En 2006 la escuela 
se replicó en La Antigua Gua-
temala, donde los alumnos han 
participado en el mejoramiento 
de decenas de viviendas de las 
aldeas de la zona. 
Las escuelas están destina-
das a jóvenes con escasos re-
cursos y en riesgo de exclusión. 
Los participantes reciben una 
ayuda mensual de 500 quet-
zales (unos 50 euros), ya que, a 
pesar de su juventud, muchos 
tienen ya familias a su car-
go. “La Escuela Taller ha sido 
una contribución muy positiva 
para los jóvenes de la capital. 
En Guatemala el 70 por ciento 
de la población es menor de 30 
años y existe una presión muy 
fuerte para conseguir trabajo. 
Muchos tienen que hacer las 
maletas y marcharse del país. 
Con proyectos como éste los 
formamos y además tratamos 
de facilitarles un empleo”, ex-
plica Álvaro Arzú, presidente 
de la República entre 1996 y 
2000 y alcalde de la ciudad ca-
pital desde 2003. 
Tras concluir las labores de 
reconstrucción de los destro­
zos provocados por el hura cán 
Mitch, la escuela se ha enfocado 
en la rehabilitación de espacios 
públicos y en la restauración 
del patrimonio cultural de la 
ciudad. Numerosos inmuebles 
del casco histórico han recu-
perado su esplendor gracias a 
la labor conjunta de alumnos y 
maestros. Rehabilitar el centro 
histórico, que a principios de la 
pasada década era un área casi 
marginal, ha sido una de las 
apuestas que han distinguido 
la gestión del actual alcalde. 
La Agencia Es pañola de 
Cooperación, a tra vés de su 
programa Patrimo nio para el 
Desarrollo, ha acom pañado ese 
proceso con el convencimiento 
de que el patrimonio es una 
fuente de ri queza que puede 
transformar la vida de la pobla-
ción con menos recursos. Por 
eso, res paldó la peatonalización 
de la Sexta Avenida, una arteria 
to mada por vendedores ambu-
lantes que se había convertido 
en caldo de cultivo para la de-
lincuencia y la marginalidad. El 
traslado del Centro Cultural de 
España (CCE), referencia de la 
vida cultural de la ciudad, fue, 
según Arzú, una de las cau-
sas del éxito del proyecto: “Ha 
sido muy importante porque le 
ha dado prestancia a un punto 
neurálgico de la ciudad. Es un 
complemento al saneamiento 
del área que hemos tra tado de 
llevar a cabo”. 
El CCE se instaló en el Cine 
Lux, un edificio de los años 30, 
estilo art decó, que había su-
frido un gran deterioro en las 
últimas décadas. El inmueble 
fue rehabilitado con la parti­
ci pación de los alumnos de 
la Escuela Taller de la capital. 
Hoy constituye un atractivo 
en sí mismo y su actividad 
contribuye a que la Sexta Ave-
nida del centro histórico sea 
una de las zonas de esparci-
miento preferidas por los ca ­
pitalinos y uno de los lugares 
más frecuentados por los vi-
sitantes. La acción de sextear 
(pasear por la Sexta Avenida), 
como pudo comprobar perso-
nalmente la Reina Sofía du-
rante su últi ma visita al país, 
es actualmente uno de los pa-
satiempos más populares du ­
rante los días de fiesta. 
áLVaRO aRzú




Ciudad de Guatemala, 1946.
Fue alcalde de la capital 
entre 1986 y 1990 con el 
Partido Nacional Renova-
dor. Abandonó la Alcaldía 
para postularse como pre-
sidente de la República, 
puesto que alcanzó en las 
elecciones de 1995. Bajo 
su mandato se firmó el 
Acuerdo de Paz Firme y 
Duradera, que puso fin al 
conflicto armado. 
En 1997 recibió el Premio 
Príncipe de Asturias de 
Cooperación Internacio-
nal, que fue entregado al 
Gobierno de Guatemala y 
a la Unidad Revolucionaria 
Nacional Guatemalteca 
(URNG) por su trabajo en 
busca de la paz. En 2003 
fue elegido nuevamente 
alcalde de la capital, pues-
to que revalidó en 2007 
y 2011. 
Los efectos del huracán Mitch se sintieron en  
14 de los 22 departamentos de Guatemala.  
La vida de más de 4 millones de personas se  
vio de alguna manera afectada.
Según la Comisión Nacional para la Reducción 
de Desastres (Conred), 268 personas fallecieron 
y 106.000 perdieron la vivienda. El Mitch causó 
pérdidas por valor de 748 millones de dólares.
Ha llevado a cabo  
una profunda 
restauración del centro 
histórico de la capital 
con la ayuda de la 
escuela taller, creada 
por la cooperación 
española para 
reconstruir los daños 
ocasionados por el 
huracán Mitch.
La Escuela Taller ha supuesto una ayuda muy 
importante para los jóvenes de Guatemala”
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La debilidad de los parti-dos políticos es uno de los principales condicio-
nantes del sistema democrático 
guatemalteco. En general, las 
formaciones carecen de ideolo-
gía y su estructura institucio nal 
es débil. Se constituyen alre­
dedor de un líder y un mece­
nas económico para afrontar 
un proceso electoral concreto 
y posteriormente desaparecer, 
tanto si alcanzan su objetivo 
co mo si no. Esta dinámica difi­
culta la formación de cuadros 
capacitados e impide que la so ­
ciedad alcance una identifica­
ción ideológica con el partido. 
La prueba es que, hasta el mo-
mento, ninguna formación ha 
conseguido ganar dos eleccio-
nes consecutivas. 
Miguel Ángel Balcárcel, co-
misionado presidencial para el 
Diálogo Nacional, cree que no 
existen variaciones sustanciales 
en los planteamientos ideológi-
cos de los partidos guatemal-
tecos y que las únicas diferen-
cias son de liderazgo y de los 
“intereses espurios” que, a su 
juicio, persigue cada uno. Para 
Balcárcel, esa debilidad institu-
cional que padecen las forma-
ciones políticas es uno de los 
motivos que explican la cons-
tante conflictividad que sufre 
Guatemala y que las institucio-
nes públicas no son capaces de 
frenar. “La falta de fortaleza de 
los partidos los incapacita para 
cumplir su misión, que es in-
termediar entre las demandas 
de la sociedad y el sistema po-
lítico que tiene la capacidad de 
responder. Eso impide que el 
ciudadano pueda canalizar sus 
inquietudes a través del siste-
ma político”, explica.
Balcárcel fue uno de los prin ­
cipales impulsores del Progra­
ma de Diálogo Multipartidario 
(PDM), iniciativa que se pro­
longó desde 2002 hasta 2010 y 
que constituye uno de los es­
fuerzos más importantes que 
se han llevado a cabo para for ­
talecer la democracia guatemal­
teca a través de los partidos po ­
líticos. El PDM fue puesto en 
marcha por el Programa de Na ­
ciones Unidas para el Desarro-
llo (PNUD), cuya dirección na ­
cional ocupaba entonces Bal cár­
cel, y el Instituto Holandés para 
la Democracia Multipar tidaria 
(NIMD), a quienes pron to se 
sumó la Cooperación Es pa ñola. 
“España siempre ha pues to mu-
cho interés en el rediseño de los 
mecanismos institucionales y 
en los procesos de capacitación 
de los funcionarios públicos. A 
diferencia de otros países, no se 
ha limitado a colaborar con la 
sociedad civil, sino que ha llega-
do a la dimensión pública. Eso 
ha permitido dar un salto de ca-
lidad a la democracia guatemal-
teca”, reconoce el comisionado.
Más de 40 delegados de 20 
partidos diferentes participa-
ron en las reuniones y talleres 
organizados por el PDM, a los 
que fueron invitados alrededor 
de un centenar de expertos na­
cionales y extranjeros. Las for-
maciones no solo consiguieron 
trabajar de forma conjunta, al­
go que muchos en Guatema la 
consideraban imposible, si no 
que alcanzaron una serie de 
acuer dos que se materializaron 
en la elaboración de la Agenda 
Na cional Compartida (ANC), 
que fue suscrita por 20 partidos. 
Entre los delegados firman tes 
de aquel documento figuran 
Otto Pérez Molina, del Partido 
Patriota (PP), actual pre sidente 
de la República, y Álvaro Co-
lom, de Unidad Nacio nal de 
la Esperanza (UNE), su pre-
decesor en la Presidencia. El 
texto diag nostica las necesida-
des más urgentes del siste ma 
polí tico guatemalteco y esta­
ble ce el compromiso de los 
par tidos para darles respuesta 
a través de acciones concretas, 
pa ra cuyo diseño contarían con 
apoyo y asesoramiento de la 
AECID y el NIMD. Para garan­
tizar el cumplimiento de los 
acuerdos se creó el Foro Perma-
nente de Partidos Políticos de 
Guatemala, un organismo que 
todavía permanece en funcio­
namiento y que ha servido y 
sirve de modelo para otros paí-
ses de América.  
La Agenda Nacional Com-
partida, de la que ya se han im ­
plementado varios compromi­
sos, es el resultado más tangi ble. 
Pero, según Balcárcel, el PDM 
ha tenido un importante impac-
to en el sistema de partidos de 
Guatemala. “Tenemos prue bas 
de que el proyecto fun cio nó. Se 
incrementó notablemen te la ca-
pacidad de forma ción estratégi-
ca, se desarrollaron grupos de 
jóvenes y se fortaleció la capa-
citación de la mujer”, ex plica. 
Balcárcel cree que los pro ­
gresos aún se verán durante 
los próximos años, aunque re-
conoce que algunos esfuerzos 
han chocado contra la excesiva 
“movilidad” que existe entre 
los políticos guatemaltecos: “La 
adscripción al parti do en térmi-
nos de ideología es muy débil y 
eso fue una limita ción. Forma-
mos personas para un partido 
que estaba en una dirección y 
al poco tiempo se cambiaban 
a otro”. Esa movilidad se ma ­
nifiesta especialmente en el 
Congreso de los Diputados, 
don de el transfuguismo es mo-
neda de uso común. Entre enero 
de 2012 y agosto de 2014, 83 de 
los 158 diputados cambiaron de 
bancada. Varios han pasado ya 
por cuatro grupos diferentes en 
la misma legislatura.
miGueL ánGeL baLcáRceL
[coMisionado Presidencial Para el diáloGo nacional]








los partidos políticos 
guatemaltecos. miGueL ánGeL 
baLcáRceL  
JaeGeR
Ciudad de Guatemala, 1949.
Es licenciado en Merca-
dotecnia con especialidad 
en Ciencias Políticas. Fue 
secretario general del 
Comité de Reconstrucción 
tras el terremoto de 1976.
Ha formado parte de dife-
rentes organismos defen-
sores del movimiento indí-
gena. Su participación fue 
especialmente activa en la 
lucha para que Guatemala 
ratificara el Convenio 169 
de la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT), 
sobre pueblos indígenas 
y tribales, y en la recom-
posición del movimiento 
sindical tras la firma de los 
Acuerdos de Paz. 
Ha sido director nacional 
del Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) y miembro fun-
dador y consultor de la 
Asociación de Investiga-
ción y Análisis (Asíes). En 
la actualidad es comisio-
nado presidencial para el 
Diálogo Nacional. 
Desde la reinstauración del sistema  
democrático, en 1985, 79 partidos políticos  
han tomado parte en procesos electorales.  
La vida media de estas formaciones ha sido  
inferior a siete años.
Ocho de los 28 partidos que concurrieron  
a las elecciones presidenciales de 2011 fueron 
creados durante el año previo a la celebración   
de los comicios.
La Cooperación 
Española ha permitido 
dar un salto de calidad 
a la democracia 
guatemalteca”
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Rolando Castillo no pien-sa que Guatemala sea un estado fallido, como 
claman algunos opositores al 
actual Gobierno y ciertos secto-
res intelectuales. Sin embargo, 
sí cree que el país enfrenta un 
proceso de deterioro debido a 
la falta de respuesta del Estado 
ante las crecientes demandas 
de la población. 
Castillo es economista, soció-
logo y especialista en Adminis-
tración Pública y ha participado 
en la vida política de Guate-
mala desde los tiempos de los 
Acuerdos de Paz, cuando tra-
bajaba para el Programa de Na-
ciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD). Su actividad ha estado 
marcada por el convencimien-
to de que existen dos factores 
fundamentales que entorpecen 
el fortalecimiento del Estado: el 
clientelismo y el patrimonialismo 
que, según él, son estructurales 
en Guatemala y se manifiestan 
en la ausencia de cualquier tipo 
de meritocracia a la hora de ac-
ceder a los cargos públicos. “El 
botín político de los partidos 
guatemaltecos ha sido siempre 
el funcionario público. Por eso, 
al finalizar cada legislatura el 
partido que accede al Gobierno 
echa a todos los funcionarios an-
teriores y pone a otros nuevos. 
La gente que llega a la adminis-
tración lo hace por pertenecer a 
una red, no por su preparación. 
Es un favor que de alguna ma-
nera tienen que pagar y que, a la 
larga, supone un enorme costo 
para el país, pues se pierde el 
bien común en favor del bien 
partidista o personal”, explica.
Crear las bases para instau-
rar la meritocracia en el acceso 
a la administración pública fue 
uno de las principales objetivos 
de Castillo durante el periodo 
en que ejerció como asesor del 
vicepresidente Eduardo Stein 
(2004­2008). Para ello, promo-
vió la elaboración de una nue-
va Ley de Servicio Civil (la que 
está en vigor data de 1968) que 
regulase el acceso a la adminis-
tración pública y la creación de 
una Escuela de Gobierno, cuya 
misión sería formar en la exce-
lencia a los aspirantes a partici-
par en la vida política del país. 
Ambos proyectos contaron con 
el respaldo técnico y financiero 
de la Cooperación Española. 
La iniciativa de ley buscó 
profesionalizar la función pú-
blica, creando mecanismos para 
garantizar la transparencia en 
los nombramientos y estable-
ciendo fórmulas para exigir res-
ponsabilidades civiles y penales 
a los funcionarios. El proyecto 
fue presentado al Congreso en 
2005 y obtuvo dictamen favo-
rable, pero nueve años después 
continúa sin ser aprobado. “La 
iniciativa está aún en el Con-
greso y ahí seguirá porque no 
es una prioridad nacional. La 
prioridad, por desgracia, sigue 
siendo el clientelismo y el patri-
monialismo del Estado, y el que 
quiera resolver esa situación se ­
rá marginado”, lamenta Casti­
llo. En los últimos años se han 
presentado otras iniciativas para 
regular el acceso a la función 
pública, pero ninguna ha conse-
guido obtener el visto bueno de 
la mayoría de diputados.
Pese a la falta de apoyo del 
Congreso (o precisamente por 
ello), Castillo se decidió a impul-
sar con mayor ahínco la Escuela 
de Gobierno y Administración 
Pública, en cuyo diseño y pri-
meros programas participaron 
diferentes instituciones del Go-
bierno de España. “Se creó un 
método basado en la excelencia, 
destinado a formar a funciona-
rios de alto nivel que pudieran 
ser verdaderamente capaces de 
resolver los problemas del país y 
se instaló una novedosa platafor-
ma informática para facilitar la 
formación virtual”, explica Cas-
tillo, que revela que la mayoría 
de los funcionarios públicos de 
Guatemala tiene sólo educación 
secundaria y ninguna forma-
ción en Administración Pública. 
La escuela fue fundada en 2007 
con un programa de Especialis-
ta en Alta Gestión Pública, del 
que se graduaron medio cente-
nar de funcionarios. Entre los 
alumnos estaba Jaime Muñoz, 
actual director de la escuela. En 
2008 el centro se incorporó al 
Instituto Nacional de Adminis-
tración Pública (INAP). 
“La creación de la escuela fue 
una gran contribución al for ta­
lecimiento institucional del país, 
como la reforma de la Po li cía 
Nacional Civil, la elabo ra ción 
de la Política Pública con tra el 
Racismo y la Discrimi nación 
o el Sistema de Diálogo Mul-
tipartidario, que también fue-
ron impulsados por España en 
aquellos años. Esas iniciativas 
prueban la relación afec tiva, 
cultural y política de Es paña, 
que ha resultado muy cons-
tructiva para Guatemala”, re-
conoce Castillo.
La escuela mantiene sus pro ­ 
gramas de formación para fun ­
cionarios en ejercicio y aspi­
ran tes y también promueve 
es pa cios de diálogo y análisis 
po líticos. Eso sí, lo hace con un 
pre supuesto cada vez más li­
mita do y con participación ex-
clusivamente de docentes nacio-
nales. Como admite y lamenta 
su actual director, la formación 
no es todavía una prioridad a la 
hora de elaborar los presupues-
tos del Estado. 
ROLandO castiLLO
[asesor del Procurador  
de los derecHos HuManos]
Puso en marcha la 
primera escuela de 
Gobierno pública del 
país para mejorar 
la formación de 
los funcionarios 







Ciudad de Guatemala, 1948.
Es licenciado en Ciencias 
Económicas por la Uni-
versidad de San Carlos 
de Guatemala (Usac) y 
cuenta con maestrías en 
Administración Pública, 
Derechos Humanos y 
Sociología del Desarrollo. 
También es doctor en 
Relaciones Económicas 
Internacionales. 
Participó en la ejecución 
del Acuerdo sobre la Iden-
tidad y los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, como 
integrante de la Secretaría 
de la Paz, y en la elabora-
ción de la Política Pública 
contra el Racismo y la Dis-
criminación, como asesor 
político del vicepresidente 
Eduardo Stein. Posterior-
mente dirigió el Plan de 
Acción para el Fortaleci-
miento de los Servicios 
Civiles de Centroamérica y 
República Dominicana. 
Actualmente es asesor 
del Procurador de los De-
rechos Humanos (PDH).  
En 2007, el Ministerio 
de Asuntos Exteriores 
de España le concedió 
la Orden del Mérito Civil 
por su contribución al 
reconocimiento de los 
derechos de los pueblos 
indígenas.
Según datos del Informe de  
Desarrollo Humano 2012, sólo  
el 7.8 por ciento de las personas  
entre 18 y 30 años accede a la  
universidad en Guatemala. 
En 2013, 2.000 personas participaron 
en los diferentes procesos de 
formación, presenciales y a 
distancia, organizados por la 
Escuela de Gobierno. 
La relación afectiva, cultural y política de España 
ha resultado muy productiva para Guatemala” 
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Vinicio Cerezo fue el pri-mer presidente civil desde 1966. Fue electo 
en 1985 y terminó su mandato 
a pesar de sufrir varios intentos 
de golpe de Estado. Consolidó 
el sistema democrático e impul-
só los primeros encuentros que 
conducirían, una década más 
tar de, a la suscripción del Acuer-
do de Paz Firme y Duradera. El 
ex pre sidente no solo promovió 
reuniones con la guerrilla. En 
1986 convocó a los jefes de Esta-
do de Centroamérica en la locali-
dad gua temalteca de Esquipulas. 
Allí, los líderes de Nicaragua, El 
Sal vador, Honduras y Costa Rica 
se comprometieron a consolidar 
la paz en la región. Cerezo creía 
que el proceso que se iniciaba en 
Guatemala sería inútil si persis-
tía la inestabilidad en los países 
vecinos. El conflicto causaba en-
tonces alrededor de un centenar 
de bajas al mes en Guatemala. 
En 1987, reunidos nuevamente 
en Esquipulas, los presidentes es ­
tablecieron un cronograma que 
de tallaba las acciones concre tas a 
llevar a cabo para alcanzar la paz y 
acordaron integrar el Parlamen ­ 
to Centroameri cano (Parlacén), 
con el doble objetivo de cami-
nar hacia la reconciliación en 
cada uno de los países y hacia 
la integración regional. Aquel 
encuentro fue el embrión de la 
pacificación en Centroamérica, 
pero también el inicio de un pro­
ceso de integración política y 
económica que aún continúa. 
Casi tres décadas después, el 
ex presidente guatemalteco sigue 
convencido de que el enfoque 
regional es el único camino para 
enfrentar los desafíos de Centro-
américa. “Nuestros países tienen 
una institucionalidad débil y unas 
economías demasiado pequeñas 
como para competir en un mun-
do globalizado. La visión debe ser 
regional. La mayoría de nuestros 
problemas sólo pueden ser abor-
dados regionalmente”, explica. 
Tras dejar la Presidencia de 
Guatemala, Cerezo fue elegido 
diputado del Parlacén en 1991. 
Ese año se firmó en Tegucigalpa 
(Honduras) el Protocolo de la 
Carta de la Organización de Es-
tados Centroamericanos, consi-
derado el acta fundacional del 
Sistema de la Integración Cen-
troamericana (Sica). En los últi-
mos 25 años la actividad del ex 
presidente ha estado enfocada a 
fortalecer este organismo, que, 
según él, ha dado múltiples 
pruebas de su eficacia. 
El Sica ha contribuido a con-
solidar la democracia en Cen-
troamérica. Tanto el autogol pe 
del entonces presidente guate-
malteco Jor ge Serrano Elías, en 
1993, co mo el ocurrido en Hon-
duras en 2009 fueron recondu-
cidos, en opi nión de Cerezo, 
gracias al esfuerzo conjunto de 
los presidentes centroamerica-
nos. Tam bién ha al canzado hi-
tos im portantes, co mo la Alian-
za para el Desarrollo Sostenible, 
el Acuerdo para la Seguridad 
Democrática o el Programa Re­
gional de Seguridad Fronteri-
za. “Aceptar que no se puede 
luchar contra el crimen orga-
nizado sin una visión regional 
es uno de los mayores logros”, 
opina el ex presidente. Los 
acuerdos en materia económica 
han hecho que Centroamérica 
ya sea el segundo mercado más 
importante, después de Estados 
Unidos, para todos los estados 
de la región.
España apostó desde el pri-
mer momento por el proceso de 
paz en Guatemala –“la labor del 
embajador Juan Pablo de Lai-
glesia fue crucial en los prime-
ros momentos”, reconoce el ex 
presidente– y ha acompañado la 
integración en la región desde el 
inicio.  “La Agencia Española de 
Cooperación es la única entidad 
internacional que ha respaldado 
permanentemente la integración 
centroamericana como un ins-
trumento de desarrollo. El valor 
histórico del apoyo de España es 
fundamental”, asegura Cerezo. 
El Sica ha superado grandes 
obstáculos en su camino. No 
todos los líderes centroamerica-
nos han te nido la misma fe en 
la integración. En este tiempo, 
el apoyo de España al fortaleci-
miento de la Secretaría General 
ha sido “imprescindible”, según 
el ex presidente, para que el pro-
yecto no se estancara. “El impul-
so que Juan Daniel Alemán [ex 
secretario general del Sica] ha 
dado a la institución y las refor-
mas planteadas en 2013 habrían 
sido imposible sin el respaldo 
español”, confiesa.
El Sica aspira a ser más que 
una unión económica. La meta 
es constituirse como una con-
federación de estados, aunque 
para eso aún quedan pasos por 
dar. Uno de los más urgentes 
es convencer a la ciudadanía. 
Mucha gente aún siente recelo 
hacia la integración. El objetivo 
inmediato, a juicio de Cerezo, es 
que la población entienda que la 
unión le beneficia: “Como ocu-
rre con los procesos de paz, el 
Sica tiene pendiente la agenda 
social. El modelo neoliberal sólo 
ha contribuido a concentrar la 
riqueza e incrementar la pobre-
za. Por eso hemos planteado la 
necesidad de trabajar un nuevo 
modelo de desarrollo más inclu-
yente. Creo que en este momen-
to se dan las circunstancias para 
impulsar el cambio”.
ViniciO ceRezO
[Presidente de la Fundación esquiPulas  
Para la inteGración centroaMericana]
Presidente de 
Guatemala entre 1986 
y 1991, impulsó los 
primeros contactos 
entre el Gobierno y la 
guerrilla y promovió los 
acuerdos de esquipulas, 
embrión del actual 
sistema de integración 
centroamericana (sica).
El Sica fue creado por Costa Rica, 
El Salvador, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua y Panamá. En 2009 se 
sumó Belice y, en 2013, la República 
Dominicana.
A mediados de los años 80 el 
intercambio comercial entre los 
países de Centroamérica era de  
500 millones de dólares, hoy supera 
los 8.000 millones. 
maRcO ViniciO  
ceRezO aRéVaLO
Ciudad de Guatemala, 1942.
Es abogado y notario por la 
Universidad de San Carlos 
de Guatemala (Usac). Cursó 
una maestría en Adminis-
tración Pública para el De-
sarrollo y un postgrado en 
Liderazgo Democrático. Fue 
líder estudiantil durante los 
60, antes de entrar en la po-
lítica de la mano del partido 
Democracia Cristiana de 
Guatemala. Cuando ganó 
las elecciones, en 1985, ha-
bía sufrido tres intentos de 
asesinato. Bajo su mandato 
se crearon instituciones 
como la Oficina del Pro-
curador de los Derechos 
Humanos o la Comisión 
Nacional de Reconciliación 
y se firmó el Acuerdo de 
Oslo, en el que el Gobierno 
y la guerrilla se comprome-
tieron a buscar una salida 
pacífica al conflicto. En  
2008 creó la Fundación  





Es una organización civil 
creada para trabajar por 
la consolidación de la paz, 
el fortalecimiento de la 
democracia y la integración 
centroamericana. Entre 
sus últimas iniciativas está 
Goberna Centroamérica, 
una escuela de Política y 
Gobierno en colaboración 
con la Fundación Ortega-
Marañón y el apoyo de la 
Cooperación Española.
El valor histórico del apoyo de España  
a la integración centroamericana es 
fundamental, su acompañamiento ha  
ido más allá de los acuerdos”
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El patrimonio cultural de Guatemala es tan vasto que probablemente bajo 
cualquier vivienda puedan ha-
llarse piezas dignas de expo-
nerse en un museo. Es tan am-
plia y diversa la riqueza mate-
rial que los recursos del Estado 
apenas alcanzan para inventa-
riarla. Una parte de los tesoros 
guatemaltecos continúa oculta 
porque no hay medios sufi-
cientes para sacarla a la luz, y 
la parte visible corre riesgo de 
degradarse ante la dificultad 
de proporcionar una adecuada 
conservación. A la escasez de 
recursos económicos se añaden 
las condiciones geográficas y 
climatológicas del país, algunos 
de cuyos efectos (como los mo-
vimientos sísmicos, las lluvias 
torrenciales o los incendios) su-
ponen una amenaza directa al 
patrimonio. Preservar y, en la 
medida de lo posible, restaurar 
tamaña riqueza constituye uno 
de los grandes retos que actual-
mente afronta el país.  
Tikal es uno de los símbolos 
más identificables del patrimo-
nio cultural de Guatemala. Allí 
confluyen la riqueza natural y 
la arqueológica. El Parque Na-
cional es parte de la Reserva 
de la Biosfera Maya y el yaci-
miento arqueológico, cuya ar-
quitectura data del siglo IV a.C, 
es uno de los centros urbanos 
más importantes de la civiliza-
ción ma ya precolombina. Debi-
do a su sin gularidad, en 1979 el 
con junto fue re conocido por la 
Or ganización de las Naciones 
Uni das para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO) 
como el primer Patrimonio Cul-
tural Mixto del planeta. Sin em-
bargo, en 1991 su situación era 
tan alarmante que el Gobierno 
lanzó un S.O.S. a la comunidad 
internacional en busca de ayu-
da para detener el deterioro. 
La Cooperación Española, que 
lleva años apostando por la 
puesta en valor del patrimonio 
como vehículo para mejorar 
las condiciones de vida de la 
población con menos recursos, 
respondió a la llamada.
Rosa María Chan creció en 
Flores, la cabecera departamen-
tal de Petén. Su abuelo trabaja-
ba en un juzgado y su labor le 
llevaba a adentrarse en la selva 
con asiduidad. Ella le acompa-
ñaba siempre que podía para 
admirar los imponentes tem-
plos de Tikal. Su pasión por la 
arqueología se fraguó durante 
aquellos viajes. También el sue-
ño de poder rescatar algún día 
todas las joyas ocultas bajo la 
espesa selva petenera. Menos 
de la mitad de las 4.000 estruc-
turas del conjunto han podido 
ser rescatadas desde el descu-
brimiento de la ciudad por par-
te de un chiclero (nombre que 
reciben los encargados de reco-
ger la savia del árbol Manikara 
Zapota, que posteriormente se 
convierte en goma de mascar) 
a mediados del siglo XIX. Hay 
zonas que ni siquiera han podi-
do ser documentadas.  
La vida profesional de Chan 
siempre ha estado ligada a la 
conservación del patrimonio 
prehispánico. Ha trabajado en 
diferentes yacimientos de Amé ­
rica Latina, pero la mayor par te 
de su actividad ha transcu rrido 
en Tikal. Primero desde la fun-
dación ProPetén, que dirigió 
durante más de 10 años, y ac-
tualmente como viceministra 
de Patrimonio Cultural, Chan 
ha conocido de primera mano 
el trabajo llevado a cabo con-
juntamente por el Gobierno de 
Guatemala y la Cooperación 
Española, que en 2014 cele-
bró dos décadas de presencia 
ininterrumpida en la zona. En 
reconocimiento a esa labor, el 
Gobierno guatemalteco otorgó 
en marzo de 2014 la Orden Na-
cional del Patrimonio Cultural 
a la AECID, cuya entrega se 
llevó a cabo durante la última 
visita de la Reina Sofía al país.  
El esfuerzo combinado de 
Gua temala y España ha permi-
tido la restauración completa 
del Templo I, conocido como 
el Templo del Gran Jaguar, que 
había sufrido mucho deterioro 
desde su primera intervención. 
Hoy esta edificación es reco-
nocida mundialmente como 
uno de los grandes iconos de 
la civilización maya. También 
se llevó a cabo un importan-
te trabajo en el Templo V, que 
nunca había sido restaurado, se 
intervino en la Plaza de los Sie-
te Templos y se elaboró un pro-
yecto para res taurar el Acrópo-
lis Central. “Es paña puso esas 
edificaciones en valor turístico, 
igual que ha hecho con otros 
estandartes del patrimonio 
nacional. Esa labor es muy im-
portante, porque por desgracia 
el presupuesto del Ministerio 
de Cultura y Deportes es muy 
bajo para atender tantas nece-
sidades”, lamenta Chan.
Los resultados del trabajo 
llevado a cabo van más allá, 
según la viceministra, de las 
labores de restauración. El es-
fuerzo ha provocado un cambio 
de men talidad con respecto al 
pa tri monio cultural en el país. 
Ca da vez más personas e insti­
tuciones se sensibilizan con la 
necesidad de su conservación. 
Además, ha tenido un efecto 
muy positivo en la economía 
de la zona: “Las restauracio-
nes han aumentado la llegada 
de turistas al Parque Nacional. 
Ese incremento de viajeros ha 
generado una próspera econo-
mía local cuyo impacto se ha 
extendido por toda la región”.
ROsa maRía chan
[ViceMinistra de PatriMonio cultural y natural]
Ha dedicado la 
mayor parte de su 
carrera profesional 
como arqueóloga al 
yacimiento de tikal, 
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Ciudad de Guatemala, 1970.
Es licenciada en Arqueo-
logía por la Universidad 
de San Carlos de Guate-
mala (Usac) y cursó una 
maestría en Conservación 
y Gestión del Patrimonio 
Cultural para el Desarrollo 
en la Universidad de Valen-
cia (España). 
Ha trabajado como ar-
queóloga en diferentes 
yacimientos prehispánicos 
de la región centroameri-
cana y ha ejercido como 
consultora para numerosas 
organizaciones guatemal-
tecas y extranjeras, inclui-
das el Fondo de Monu-
mentos Mundiales (WMF) 
y la UNESCO. 
En 2012 fue nombrada vi-
ceministra del Patrimonio 
Cultural y Natural. Al año 
siguiente, la Universidad 
Estatal de Humanidades 
de Rusia le concedió el 
título de doctor honoris 
causa por su trabajo en la 
conservación del patrimo-
nio cultural de Guatemala 
y América Latina. 
El turismo es el segundo generador de divisas  
del país. El llamado turismo cultural genera 
350.000 empleos y produce el 17 por ciento del 
PIB del país. 
Tikal está compuesto por más de 4.000  
edificaciones de las que más de la mitad  









Cuando Norma Cruz le dijo a su ex pareja que lo vería en los tribuna-
les, no sabía cómo iba a conse-
guirlo, pero tenía el convenci-
miento de que llevaría ante la 
justicia al hombre que había 
abusado repetidamente de su 
hija. Así se lo dijo en presencia 
de la niña, que entonces tenía 
15 años, instantes después de 
que ésta relatase frente a ambos 
los abusos que había padecido 
durante su infancia. 
Probablemente Arnoldo No-
riega pensó que nunca pagaría 
por haber abusado sexualmen-
te de su hijastra. Entonces, en 
1999, él era miembro del Comi-
té Eje cutivo de la Unidad Re­
voluciona ria Nacional Guatemal-
teca (URNG), el partido que había 
formado la guerrilla tras la firma 
de los Acuerdos de Paz. Cruz re-
cuerda que en aquel momento se 
hablaba de él como un posible 
candidato a ocupar un día la Pre-
sidencia de la República. El en-
torno de Norma le insistía en que 
no merecía la pena enfrentarse a 
él, que iba a exponer a su hija al 
escarnio público inútilmente.   
Antes de emprender su cru-
zada legal, Norma acudió a la 
sede de la URNG a hablar a los 
compañeros con quienes había 
luchado durante 26 años. “Hoy 
no me dirijo a ustedes como 
compañera ni como guerrille-
ra, sino como madre. Y como 
madre siento que mi obligación 
es buscar justicia para mi hija”, 
les dijo. Algunos la acusaron de 
traicionar a la revolución.
Inmersa en la reconstrucción 
de la democracia, los abusos se­
xua les contra mujeres no eran 
una prioridad para la justicia 
gua temalteca. La legislación so lo 
contemplaba el delito de viola-
ción si un hombre penetraba con 
su pene la vagina de una mu jer. Si 
no existía penetración o si ésta no 
era vaginal, no había violación. 
La posibilidad de que un hombre 
fuera violado no existía legal-
mente, aunque sí suce día. Fue el 
encuentro con un niño que había 
sufrido abusos lo que movió a 
Norma y a su hija a implicarse en 
la atención a otras víctimas.
Ante los pocos medios que le 
ofrecía el sistema judicial, Nor-
ma, bachiller en letras, empezó 
a estudiar Derecho por Internet. 
Convenció a algunos abogados 
para que la ayudaran y empezó 
a tejer una red de apoyo mutuo 
junto a otras víctimas y sus fa-
miliares. En 2003, Arnoldo No-
riega fue condenado a 20 años 
de prisión. Sólo cumplió cuatro. 
A la salida se incorporó al Go-
bierno como asesor del presi-
dente Álvaro Colom.
Para entonces, los propios fun­
cionarios del Ministerio Públi co 
aconsejaban a las mujeres que 
de nunciaban casos de violencia 
que contactasen con Cruz pa ra 
que las asesorara. En 2005, Nor­
ma creó, junto a una docena de 
afectadas, la Asociación de Muje-
res Víctimas de Violencia. La sede 
era la pequeña vivienda de Cruz 
en la capital. Hasta allí acudieron 
un día varias diputadas del Fren-
te Republicano Gua temalteco 
(FRG) después de una protesta 
que las integrantes de la asocia-
ción habían llevado a cabo fren-
te al Congreso. Aquella visita se 
tradujo en la aprobación de una 
ayuda económica que permitió 
la crea ción de la Funda ción So­
brevivientes. “Nos llamamos así 
porque hemos sobrevivido al 
agresor y también al sistema, que 
nos quería convencer de que no 
se podía hacer nada”, explica 
Cruz. Sobrevivientes instauró un 
modelo de atención integral a las 
víctimas e inauguró un albergue 
para mujeres maltratadas al tiem-
po que participó activamente en 
la elaboración de la Ley contra el 
Femicidio y otras formas de Vio-
lencia contra la Mujer. 
En 2009, la fundación ganó 
una convocatoria abierta por la 
Cooperación Española a orga-
nizaciones civiles, englobada 
dentro del proyecto de Justicia 
Especializada con Enfoque de 
Género que se había empeza-
do a implementar en el país. La 
colaboración de España llegó 
en un momento muy delicado 
para Sobrevivientes, que lleva-
ba un caso contra el líder de un 
cártel de narcotraficantes. En 
2010, Norma Cruz recibió 280 
amenazas de muerte y sufrió 
tres intentos de asesinato. “Fue 
muy duro, pero decidimos no 
dar un paso atrás. Esa es la idea 
de la fundación: que las mujeres 
sepan que si están dispuestas a 
arriesgarse para buscar justicia, 
las vamos a acompañar hasta el 
final”, cuenta. No era la primera 
vez que Norma se jugaba la vida. 
Meses antes había estado 10 días 
en huelga de hambre para exigir 
que se anularan varias adopcio-
nes irregulares.
La ayuda de la AECID per-
mitió reforzar el personal de So-
brevivientes y posibilitó que la 
fundación llegara a 19 de los 22 
departamentos del país. “Gra-
cias a eso hemos podido atender 
a 4.500 mujeres desde 2010. Son 
4.500 vidas salvadas”, remar-
ca. Sin embargo, para Norma y 
su hija la gran contribución es 
que en apenas cuatro años se ha 
transformado la concepción que 
las mujeres guatemaltecas tienen 
de la justicia: “Han recuperado 
la fe en el sistema, porque saben 
que ahora, por fin, pueden acu-
dir a los tribunales en las mismas 
condiciones que sus agresores”. 
nORma cRuz
[creadora de la Fundación sobreViVientes]
creó la fundación 
sobrevivientes, que 
ha apoyado a más 
de 16.000 víctimas 
de la violencia desde 
2006. Ha sufrido tres 
atentados y estuvo 
10 días en huelga de 
hambre en protesta 
contra las adopciones 
irregulares. nORma anGéLica 
cRuz cÓRdOba
Ciudad de Guatemala, 1962.
Empezó a trabajar a los 13 
años, como misionera de 
las Esclavas del Sagrado 
Corazón de Jesús en Cam-
pur, Alta Verapaz, antes de 
entrar a formar parte del 
Ejército Guerrillero de los 
Pobres (EGP). En 1982 se 
exilió en Nicaragua, don-
de fundó la Coordinadora 
Centroamericana Monse-
ñor Romero, pero regresó 
a Guatemala en 1987 para 
incorporarse como aseso-
ra de la Unidad Nacional 
de Asentamientos de 
Guatemala y el Frente de 
Pobladores. Fue propuesta 
al Premio Nobel de la Paz 
en 2004 y, en 2009, recibió 
el premio internacional 
Mujer con Coraje de ma-




Desde su creación, en 
2006, ha llevado unos 
16.000 procesos y ha 
logrado más de 300 sen-
tencias condenatorias. 
Actualmente, la tercera 
parte de las condenas que 
emiten los Juzgados de 
Femicidio se producen 
con el acompañamiento 
legal de esta fundación. 
Sobrevivientes fue la pri-
mera organización que 
consiguió interponer un 
antejuicio a un juez y a un 
diputado del Congreso. 
Un informe publicado por  
Médicos sin Fronteras en 2011  
reveló que sólo en el departamento 
de Guatemala se producen 200  
denuncias de violencia sexual  
cada mes.
Entre el 1 de enero y el 31 de  
diciembre de 2013, 6.572 mujeres y 
729 hombres fueron evaluados por 
el Instituto Nacional de Ciencias 
Forenses (Inacif) para determinar 
signos de violencia sexual. 
La ayuda de 
España nos ha 
permitido salvar  




ROmeO Fuentes  
LÓPez:
S. Antonio Sacatepéquez, 1970.
Fue profesor de un insti-
tuto de secundaria hasta 
que, en 2007, decidió 
presentarse a la alcalde 
de San Antonio Sacate-
péquez, un municipio de 
35.000 habitantes situado 
en el departamento de 
San Marcos. Resultó electo 
y en 2011 fue reelegido. 
Presidió la mancomu-
nidad Mancuerna entre 
2010 y 2013. 
mancueRna:
Fue fundada en 2003 
por tres municipios de la 
cuenca del Río Naranjo 
para mejorar el abasteci-
miento de agua y sanea-
miento. En este momento 
está conformada por 10 
municipios, siete del de-
partamento de San Mar-
cos y tres de Quetzalte-
nango. Un tercio de ellos 
cuenta ya con  
abastecimiento total  
de agua potable. 
Sus políticas de desarrollo 
han logrado reforestar 
más de 350 hectáreas de 
bosque, crear 27 grupos 
de emprendedores y es-
tablecer dos plantas de 
tratamiento integral de 
residuos sólidos. 
San Marcos es uno de los departamentos con más riqueza natural de Gua-
temala, pero también uno de 
los más deprimidos económi-
camente. Aproximadamente el 
66 por ciento de su población 
vive por debajo del umbral de 
la pobreza. Su lejanía con res-
pecto a la capital, su compleja 
orografía y los estragos que allí 
provocó el conflicto armado han 
ralentizado el desarrollo de este 
departamento, que, por sus ca-
racterísticas geográficas, resulta 
especialmente vulnerable a de-
terminados desastres naturales. 
Las sequías son tan habituales 
como las inundaciones y duran-
te el último lustro ha padecido al 
menos un terremoto cada año. 
Uno de los principales pro-
blemas de San Marcos es la co-
bertura de agua. Solo el 55 por 
ciento de los hogares cuenta 
con suministro. Hay familias 
cuyos miembros tienen que re-
correr varios kilómetros para 
recolectar agua. Esa labor suele 
corresponder a los niños, lo que 
en ocasiones les impide acudir a 
la escuela. Además, la mala ca-
lidad de las escasas fuentes dis-
ponibles provoca enfermedades 
gastrointestinales que en mu-
chos casos resultan mortales.
En 2003, tres municipios de 
la cuenca del Río Naranjo, en 
la zona central del departa-
mento, se asociaron para lla-
mar la atención del Gobierno 
sobre la precaria situación de 
sus habitantes. Ante la falta 
de una respuesta satisfactoria, 
buscaron ayuda internacional 
con la intención de impulsar 
sus propios proyectos de de-
sarrollo. La Cooperación Es-
pañola conoció la iniciativa en 
2005 durante su participación 
en la reconstrucción de los da-
ños provocados por el huracán 
Stan, que dejó 1.500 muertos y 
más de 3.000 desaparecidos. Al 
año siguiente, ambas entidades 
iniciaron una colaboración que 
aún se mantiene.
“No fue fácil apostar por 
nosotros porque en Guatemala 
existe la creencia de que las ini-
ciativas locales no funcionan. 
La AECID arriesgó, confió en 
Mancuerna cuando ni el Go-
bierno lo hizo y nos proporcio-
nó una plataforma de despegue 
fundamental”, explica William 
Fuentes, alcalde de San Anto-
nio Sacatepéquez, uno de los 
10 municipios que integran la 
mancomunidad Mancuerna. El 
trabajo conjunto de los alcaldes 
de estas poblaciones, que han 
dejado a un lado sus diferencias 
políticas en favor de la pros-
peridad de sus habitantes, ha 
dado lugar a diversos planes 
de desarrollo que se ejecutarán 
en las próximas legislaturas in-
dependientemente de quienes 
ocupen las alcaldías. 
Los ocho años de colabora-
ción entre la AECID y Mancuer-
na han tenido un importante 
impacto para los 350.000 habi-
tantes de la zona. A través del 
Programa de Desarrollo Local 
Sostenible, se ha logrado rever-
tir el proceso de deforestación 
(provocado, entre otras razones, 
por la excesiva dependencia de 
la leña como fuente de ener-
gía) con la creación de planes 
de reforestación permanentes 
y el establecimiento de oficinas 
forestales en todos los munici-
pios. Además, se han instala-
do dos plantas de tratamiento 
de residuos sólidos que ya son 
autosostenibles. También se lo-
gró coordinar a los pequeños 
agricultores, que hasta entonces 
trabajaban de forma aislada y 
en plantaciones de subsistencia. 
El esfuerzo dio como resultado 
la creación de Grepahgua, una 
cooperativa que engloba a alre-
dedor de 1.500 papicultores y 
horticultores que cultivan y co-
mercializan de forma conjunta 
y cuyos productos se venden ya 
en los Walmart de todo el país. 
Según Fuentes, los agricultores 
que antes tenían que ir a cortar 
café a la costa para completar sus 
ingresos ahora generan puestos 
de trabajo en su comunidad. 
En 2009, la mancomunidad 
Mancuerna entró a formar parte 
del Fondo de Cooperación para 
Agua y Saneamiento, que ha 
permitido aumentar en un 25 
por ciento la cobertura de agua 
corriente en la zona. Del 65 por 
ciento que había en 2009, se pa-
sará al 90 por ciento en 2015. Se 
trata de un proyecto integral en 
el que cada comunidad ha te-
nido que elaborar un plan con 
alcance para al menos 10 años, 
conformar un comité de sanea-
miento, elaborar un sistema 
tarifario, garantizar la calidad 
del agua y mejorar los servicios 
sanitarios comunitarios. 
En junio de 2013, el Gobier-
no de Guatemala presentó la 
Agenda del Agua, un proyecto 
que cuenta con el apoyo econó-
mico de España y que pretende 
ser el instrumento a través del 
cual se garantice, por fin, el ac-
ceso al agua a toda la población. 
Durante su elaboración, los res-
ponsables de su diseño convo-
caron a los miembros de Man-
cuerna para conocer los detalles 
de su experiencia. El éxito de 
Mancuerna y otras asociaciones 
similares ha llevado al Gobierno 
a utilizar la mancomunidad de 
municipios, figura regulada por 
ley en 2002, como modelo de 
gestión territorial en sus políti-
cas de desarrollo rural. 
WiLLiam ROmeO Fuentes
[alcalde de san antonio sacatePéquez]
Presidió durante cuatro 





medioambientales y de 
desarrollo sostenible. 
Ha logrado incrementar 
en un 25 por ciento el 
suministro de agua en 
una de las zonas más 
deprimidas del país.
El abastecimiento de agua en 
Guatemala es del 92 por ciento 
en las áreas urbanas y del 52 por 
ciento en las áreas rurales, según 
un estudio elaborado por UNICEF.
Según la Red de Agua Potable y 
Saneamiento de Guatemala (Rasgua), 
la cobertura de saneamiento básico 
es del 72 por ciento en el área urbana 
y 52 por ciento en el área rural.
España ha confiado en las autoridades locales 
como no lo ha hecho el Gobierno de la República”
24 25
Carlos Rafael Hernández nunca ha sabido quién hizo llegar sus cancio-
nes a los responsables del festi-
val Viva la Canción, que duran-
te varios años organizó la Casa 
de América de Madrid. Los 
promotores del certamen sólo le 
dijeron que alguien del Centro 
Cultural de España en Guate-
mala (CCE) les había comparti-
do su música y que había sido 
seleccionado para representar a 
Centroamérica en el festival, al 
que acudirían artistas de todo 
el continente. Hasta que no re-
cibió la llamada de la oficina 
de la Cooperación Española en 
Guatemala para coordinar el 
viaje no terminó de creer que la 
invitación fuera en serio. 
El Gordo, nombre artístico 
por el que es conocido este mú-
sico, compositor y actor guate-
malteco, nunca había viajado a 
Europa. Apenas había actuado 
en bares y pequeñas salas de 
Guatemala y Quetzaltenango, 
la ciudad en la que reside. Se-
gún recuerda, casi tenía que dar 
las gracias por que le dejaran 
tocar: “En Guatemala los artis-
tas tenemos todo en contra des-
de el primer momento. Incluso 
aunque cuentes con el apoyo 
del público, resulta muy difícil 
encontrar lugares que reúnan 
las condiciones adecuadas y 
promotores interesados de ver-
dad en el arte”, lamenta.
La llamada que el cantante 
recibió de España tenía su ori-
gen en Zona Música (ZOM), 
un proyecto creado en 2011 
por el CCE para promo cio nar 
internacionalmente a ar tistas 
gua temaltecos que se en cuen­
tran fuera de los circui tos co-
merciales y, al mismo tiempo, 
fomentar actividades de ocio 
gratuitas para los jóvenes de 
la capital. Aquel año, además 
del premio de actuar en una de 
las salas del Teatro Nacional 
de Guatemala, el cantautor fue 
seleccionado para viajar a la 
Casa de América, en Madrid. 
Otros artistas, como el grupo 
Miss Lilith, tuvieron la opor-
tunidad de participar en el 
festival Invasión en el Parque, 
de El Salvador. ZOM también 
incluía la grabación de un dis-
co y un vídeo promocional de 
cada finalista y la invitación a 
participar, gratuitamente, en 
talleres de mercadeo, gestión 
de derechos de autor o apli-
cación de las nuevas tecnolo-
gías al proceso de producción. 
Gracias a esos talleres, El Gordo 
ha podido registrar sus com-
posiciones y darlas de alta de 
forma segura en las diferentes 
plataformas digitales. 
“El enfoque que la Coope-
ración Española da a la cultura 
es muy importante. La labor de 
promoción que hace el CCE es 
sumamente valiosa tanto para 
los artistas como para el públi-
co, porque en Guatemala, la-
mentablemente, la promoción 
cultural pública es insuficiente 
y los dueños de los locales no 
siempre valoran a los artistas. 
El mío no es un caso único, co-
nozco a varios músicos a quie-
nes el CCE ha ayudado mu-
cho”, reconoce el artista.
Actuar en Viva la Canción, 
junto a numerosos músicos con­
sagrados, como el uruguayo 
Jor ge Drexler o el argentino Li ­
sandro Aristimuño, dio un vue­
lco a la carrera del cantante gua­
temalteco, que en ese mismo 
viaje actuó en varias ciudades 
de España y Francia. “Haber 
to cado en Casa de América me 
abrió muchas puertas en Eu-
ropa”, confiesa, “y además me 
permitió intercambiar mis dis-
cos con personas importantes 
dentro de la música”.
La experiencia también le 
pro vocó un cambio de menta-
lidad. El Gordo apenas llevaba 
dos años tocando en solitario 
después de haber aparcado va-
rios proyectos paralelos, pero 
dudaba si seguir con la música 
o retomar sus estudios de Co-
municación en la universidad. 
Su buena acogida en la Casa de 
América le convenció de que 
tenía talento para la canción y 
que merecía la pena perseverar 
para intentar vivir de su gran 
pasión. Ese año grabó El Gato 
Negro, uno de sus mejores tra-
bajos hasta la fecha, y se con-
virtió en un nombre habitual en 
los certámenes musicales de la 
región. También decidió apro­
vechar su experiencia para pro-
mocionar a otros artistas. En 
2012 organizó, en las instalacio-
nes del zoo de la capital, el Fes-
tival Guatemala, en el que par-
ticiparon 12 bandas del circuito 
independiente nacional y al que 
acudieron varios centenares de 
aficionados a la música.
Hoy, El Gordo ya no se ve 
obligado a tocar en bares y lu­
gares en los que al propietario 
sólo le interesa vender consu-
miciones, sino que actúa en 
sa las y teatros en los que se 
res peta y valora su arte. Aun-
que el Viva la Canción ya no se 
celebra, ha sido invitado a par-
ticipar posteriormente en otros 
certámenes de música ibero-
americana, como el Exib Mú-
sica de Bilbao, donde su buena 
actuación llamó la atención de 
varias emisoras de radio loca-
les y le granjeó buenas críticas 
en los medios especializados: 
“Hasta que no regresé a Espa-
ña este año no me di cuenta de 
la enorme repercusión que ha-
bía tenido la actuación en Casa 
de América, es de las cosas más 
importantes que han ocurrido 
en mi carrera”.   
‘eL GORdO’
[Músico y actor]
su carrera  
musical dio un  
vuelco tras  
participar en un 
proyecto del centro 
cultural de españa 
para promocionar 
internacionalmente  





Ciudad de Guatemala, 1977.
Hijo y nieto de músicos, 
empezó a tocar el piano 
desde muy pequeño, pero 
a los 12 años agarró por 
primera vez la guitarra y 
ya no la soltó. Participó 
como músico en varias 
bandas, hasta que en 2009 
empezó a actuar en soli-
tario bajo el nombre de El 
Gordo, su apodo familiar. 
Desde entonces se ha  
autoeditado cuatro discos 
(el último en 2014). Culti-
va diferentes estilos, como 
el rock, la bossa nova o el 
reggae y, además, compo-
ne canciones para otros 
artistas. 
Como actor ha participa-
do en cuatro películas. 
El proyecto Zona Música se celebró  
durante 2011 y 2012 y benefició a 10 artistas 
guatemaltecos en cada edición. 
Durante 2013, el Centro Cultural de España  
en Guatemala acogió 43 obras de teatro (de  
las que produjo cuatro), nueve exposiciones y  
cuatro conciertos. Por sus instalaciones  
pasaron 21.422 personas. 
Actuar en la  
Casa de América  
de Madrid es lo más 
importante que me ha 
pasado como artista”
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Desplazada durante el conflicto armado, vio-lada a los ocho años, 
madre soltera, víctima de vio-
lencia intrafamiliar... María Tri-
nidad Gutiérrez sufrió muchas 
de las injusticias que padecen a 
diario las mujeres indígenas de 
Guatemala. Por eso decidió de-
dicar su vida a luchar contra la 
exclusión que sufre este sector 
de la sociedad y que, en su opi-
nión, constituye una de las cau-
sas de la violencia que azota al 
país. “Mucha gente recurre a la 
violencia al sentirse rechazada 
por la sociedad”, explica. 
María Trinidad empezó a 
tra bajar de empleada de hogar 
a los 14 años para mantener a 
su hija, pero compatibilizó el 
tra bajo con los estudios y logró 
li cenciarse como trabajadora so-
cial. Militó en diferentes organi-
zaciones campesinas, siempre 
con la vocación de erradicar “la 
discriminación que los pueblos 
indígenas han sufrido desde 
la colonización”. Su labor fue 
reconocida por varias institu-
ciones internacionales antes de 
que, en 2013, el presidente Otto 
Pérez Molina la eligiera para di-
rigir la Comisión contra la Dis-
criminación y el Racismo con 
los Pueblos Indígenas de Gua-
temala (Codisra). Es la primera 
mujer que ocupa el cargo. “Mi 
responsabilidad es doble, pues 
soy mujer indígena y también 
víctima. Por eso no puedo de-
fraudar a las mujeres”, asegura.
Codisra fue fundada en 2002 
como respuesta al Acuerdo sobre 
Identidad y Derechos de los Pue-
blos Indígenas, suscrito entre el 
Gobierno y la guerrilla. Sus prin-
cipales funciones son asesorar a 
las instituciones públicas y priva-
das en la lucha contra la discrimi-
nación racial, promover políticas 
que garanticen la no discrimina-
ción y dar apoyo y soporte legal 
a las víctimas. La Cooperación 
Es pañola participó en su crea-
ción y respaldó su labor con dife-
rentes subvenciones hasta 2012. 
La aportación se materializó en 
la construcción de las cinco sedes 
departamentales de la institución 
(Huehue tenango, Santa Rosa, 
Al ta Ve rapaz, Quetzaltenango e 
Iza bal), en el establecimiento de 
un protocolo de acompañamien­
to para las víctimas, en la capa-
citación de más de 550 profesio-
nales y en numerosas campañas 
de sensibilización.
“La AECID fue la única en-
tidad internacional que apostó 
por Codisra. Su apoyo ha per-
mitido consolidar la institución, 
que estuvo al borde de la des-
aparición y que hoy cuenta con 
plazas de personal permanente 
aprobadas por el Ministerio de 
Finanzas, lo que garantiza su 
continuidad. España ha mostra-
do una gran determinación al 
poner sobre la mesa la discrimi-
nación y el racismo, y eso tiene 
un valor doble porque Guate-
mala sigue siendo un estado ra-
cista”, explica Gutiérrez.  
En un informe publicado 
en 2005, Doudou Diëne, rela-
tor especial sobre las Formas 
Contem poráneas de Racismo, 
Discrimi nación Racial, Xenofo-
bia y Formas Conexas de Into-
lerancia para Naciones Unidas, 
concluyó que el racismo y las 
discriminación están profunda-
mente arraigados en Guatema-
la, aun cuando no estén institu-
cionalizados. “La realidad eco-
nómica y social se caracteriza 
por un desarrollo desigual entre 
las llamadas poblaciones ladi-
nas y los pueblos indígenas y 
de origen africano, que da fe del 
carácter estructural y sistémico 
de la discriminación”, explicó. 
Voltear esa situación requie-
re una transformación que tar-
dará décadas. Pero, desde su 
creación, Codisra ha logrado 
avances considerables. En 2006, 
Guatemala entró a formar parte 
del Comité de Expertos en De-
rechos de Pueblos Indígenas de 
Naciones Unidas, que cada cua-
tro años emite un informe sobre 
los avances del país en ese terre-
no. En el presupuesto de 2014, 
el Estado incluyó por primera 
vez un apartado destinado a 
pueblos indígenas. En mayo de 
2014, el Consejo de Ministros 
aprobó la Política Pública para 
la Convivencia y la Eliminación 
del Racismo y la Discriminación 
Racial, que permite a Codisra 
monitorear la labor de las di-
ferentes instituciones públicas. 
También se han dado pasos en 
el terreno legal. El Organismo 
Judicial cuenta hoy con 105 tra-
ductores de las 23 lenguas del 
país. Hasta su introducción, 
muchos indígenas no podían 
defenderse en su idioma. 
A juicio de María Trinidad Gu ­
tiérrez, el avance más importan­
te se ha producido en el terreno 
de la visibilización. “Gracias a 
las campañas de sensibilización 
mucha gente ha perdido el mie-
do a denunciar”, explica. En los 
últimos 12 años Codisra ha in-
terpuesto 1.462 denuncias por 
discriminación racial o racismo, 
de las que, lamentablemente, 
cuando se editó esta publicación, 
solo se habían resuelto seis. Se-
gún Gutiérrez, estos datos prue-
ban “la poca importancia que las 
autoridades de justicia dan a los 
casos de discriminación”. Crear 
una fiscalía especializada en 
discriminación y racismo es su 
próximo gran desafío.
maRía tRinidad GutiéRRez
[coordinadora de la coMisión contra la discriMinación 
y el racisMo de los Pueblos indíGenas –codisra–]
de joven sufrió 
la violencia y la 
discriminación que 
padecen tantas mujeres 
indígenas de Guatemala 
y en 2013 se convirtió 
en la primera mujer 
en dirigir la comisión 
contra la discriminación 
y el racismo. maRía tRinidad GutiéRRez  LÓPez
Cobán, 1974.
Pertenece a la etnia Ma-
ya-Q’eqchí’. Es licenciada 
en Trabajo Social por la 
Universidad de San Carlos 
de Guatemala (Usac) y ha 
cursado varias diplomatu-
ras en instituciones nacio-
nales e internacionales. Ha 
sido consultora para temas 
agrarios y de pueblos in-
dígenas y ha laborado en 
organismos internaciona-
les como APROBA-SANK 
o la Unión Internacional 
para la Conservación de la 
Naturaleza (UICN). Como 
comisionada contra la Dis-
criminación y el Racismo de 
los Pueblos Indígenas de 
Guatemala, ha participado 
en cerca de una veintena 
de iniciativas legislativas y 
ha representado al país en 
el Foro Permanente para 
Cuestiones Indígenas de las 
Naciones Unidas (UNPFII).
cOdisRa
Fue creada en 2002 y 
cuenta con sedes en siete 
departamentos. Entre 
sus contribuciones más 
importantes destacan la 
elaboración de la Política 
Pública para la Convivencia 
y la Eliminación del Ra-
cismo y la Discriminación 
Racial, la creación de la Red 
de la Niñez y Adolescencia 
que lucha contra la Discri-
minación y el Racismo, y 
la institucionalización del 
Congreso Nacional sobre 
Discriminación y Racismo. 
Según un estudio elaborado por  
el Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) en 2008, 
el 73 por ciento de los indígenas  
son pobres.  
De ellos, el 26 por ciento son 
extremadamente pobres. 
Guatemala ocupa el puesto 176 
de 201 en respeto a los pueblos 
indígenas, según Naciones Unidas.
La determinación de España por poner  
sobre la mesa la discriminación y el racismo  
tiene un valor doble, porque Guatemala  
continúa siendo un estado racista”
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A Gloria Laynez le pare-cía imposible salir del círculo de violencia en 
el que su ex esposo la tenía en-
cerrada. En su entorno le decían 
que lo que le sucedía era algo 
normal. “Aprende a aguantarte, 
hija, porque así es la vida de las 
mujeres”, le repetía su madre. 
No podía escapar porque tenía 
dos hijos. Y porque, aunque ella 
trabajaba, era él quien adminis-
traba el dinero. Un día decidió 
quitarse la vida. Le salvó su fal-
ta de pericia con el cuchillo. 
Cuando se recuperó de las 
heridas, dos amigas la conven-
cieron para acudir a la sede 
de la Defensoría de la Mujer 
In dígena (Demi), una institu-
ción pública que presta apoyo 
psicológico, social y legal a las 
mujeres indígenas, la población 
más vulnerable del país. Allí 
la invitaron a participar en un 
taller sobre Derechos de la Mu-
jer. Aquella actividad le abrió 
los ojos. Decidió separarse de 
su esposo y empezó a partici-
par activamente en diferentes 
organizaciones sociales de su 
municipio, San Andrés Iztapa, 
del que cuatro años más tarde 
fue elegida concejala. Una dé-
cada después, en 2013, el pre-
sidente Otto Pérez Molina la 
nombró Defensora de la Mujer 
Indígena de Guatemala.
La Cooperación Española em ­
pezó a colaborar con la Demi 
en el año 2008. Entonces la ins-
titución sólo contaba con siete 
delegaciones en el país. Las 
mujeres garífunas y xincas, 
concentradas en los depar-
tamentos de Iza bal y Santa 
Rosa, respectivamente, no te­
nían quién las asesorarse en 
su idioma y desde el conoci-
miento de su propia realidad 
cultural, diferente a la de los 
pueblos mayas y mestizos. Las 
mujeres de estas zonas no po-
dían poner una denuncia por-
que en los juzgados no había 
nadie que entendiera su len-
gua. Algunas ni siquiera tenían 
Documento Personal de Iden-
tificación (DPI), porque sus es-
posos no se lo permitían. 
La ayuda de la AECID permi-
tió crear delegaciones en Izabal 
y Santa Rosa. También en Solo-
lá, San Marcos, Baja Verapaz y 
Huehuetenango. Entre el 1 de 
enero de 2008 y el 31 de diciem-
bre de 2012, cuando concluyó 
el acuerdo de colaboración, la 
Demi atendió a 37.234 mujeres. 
“Gracias a la ayuda de España, 
hoy podemos llegar a las herma-
nas xincas y garífunas”, recono-
ce Laynez. La institución tam-
bién promovió la creación de la 
Oficina Municipal de la Mujer 
e impulsó diferentes iniciativas 
legislativas, como la Ley Marco 
para la Prevención de la Violen-
cia contra la Mujer, la Ley para 
la Tipificación del Acoso Sexual 
o la Ley de Protección de Muje-
res Trabajadoras. Además, mu-
jeres capacitadas en los talleres 
de la Demi se han incorporado 
a las todavía machistas autori-
dades indígenas. 
Empoderar a las mujeres in­
dígenas para que participen en 
la vida política de sus comuni-
dades es uno de los objetivos de 
la actual defensora. “Sufrimos 
una triple discriminación por 
ser mujeres, indígenas y pobres, 
pero somos muy capaces. La 
prueba es que con 5 quetzales 
(50 céntimos de euro) que nos 
dejen los varones en casa hace-
mos maravillas”, reivindica.  
En 2015, la Demi abrirá una 
nueva sede en el área ixil de 
Quiché. En algunos departa-
mentos las distancias son muy 
largas y llegar a la cabecera de ­
partamental cuesta tanto que las 
mujeres se quedan sin dinero 
para los trámites que requieren 
las denuncias. Además, existen 
de partamentos, como Huehue­
tenango, en los que una sola 
oficina tiene que atender hasta 
nueve comunidades lingüís ti cas 
diferentes. “La gente admi ra los 
trajes y el folclore, pero nuestra 
realidad es muy compleja. Hay 
23 comunidades lingüísticas 
en Guatemala y la orografía 
del país nos dificulta mucho 
la comunicación y el acceso”, 
lamenta Laynez. La aspiración 
de la Demi es tener una ofici-
na en cada una de las 23 zonas 
lingüísticas, pero su presupues-
to apenas da para mantener la 
estruc tura actual.
Como defensora de la mu-
jer indígena, Gloria Laynez 
participa en varios gabinetes 
y se reúne habitualmente con 
ministros y altos funcionarios 
del Estado. A todas partes acu-
de con su traje regional y el 
bastón de mando, símbolo de 
autoridad en las comunida-
des mayas. Es habitual que, 
al llegar a los edificios ofi-
ciales, los guardias de segu-
ridad le corten el paso con el 
argumento de que no se oferta 
ningún puesto de trabajo “Si 
a mí, que tengo formación y 
ocupo un cargo político, me 
discriminan de esta manera, 
¡imaginen lo que sufrirán las 
mujeres que no tuvieron acce-
so a educación, que no hablan 
español y que no tienen agua 
corriente para poder bañarse 
cada día!”, exclama.
Laynez reconoce que ha su-
frido mucho por su condición 
de mujer e indígena, pero se 
resiste a lanzar un mensaje 
victimista: “Soy una mujer va­
lien te y luchadora y eso es lo 
que quiero transmitir a mis her ­
ma nas  indígenas”.
GLORia Laynez
[deFensora de la Mujer indíGena]
un taller organizado 
por la defensoría de 
la Mujer indígena, al 
que acudió hace 14 
años, la convenció para 
denunciar los malos 
tratos de su esposo. 





San Andrés Iztapa, 1974.
Pertenece al pueblo Maya-
Kaqchikel. Trabajó durante 
14 años como maestra de 
Preprimaria. Fue conce-
jala de San Andrés Iztapa 
durante dos legislaturas 
(2004-2012). En las elec-
ciones de 2011 se postuló 
como candidata a diputa-
da por Chimaltenango por 
el Partido Patriota. Aunque 
no resultó elegida, en 2013 
el presidente Otto Pérez 
Molina la designó Defen-
sora de la Mujer Indígena.
deFensORía  
de La muJeR 
indíGena de 
GuatemaLa
Fue creada en 1999 como 
resultado de los Acuerdos 
de Paz. En un principio es-
taba adscrita a la Comisión 
Presidencial Coordinadora 
de la Política del Ejecutivo 
en Materia de Derechos 
Humanos (Copredeh). En 
2001 se establece como 
ente con capacidad de 
gestión y ejecución ad-
ministrativa, técnica y 
financiera. Ha promovido 
numerosas iniciativas en 
defensa de los derechos 
de las mujeres indígenas. 
En 2009 publicó la Agenda 
Articulada de las Mujeres 
Mayas, Garífunas y Xincas 
de Guatemala.
Según estudios de la Demi, el  
87 por ciento de las mujeres 
indígenas de Guatemala son 
analfabetas y su tasa de  
mortandad maternal es de 153  
por cada 100.000 nacimientos.
La permanencia media de una 
mujer indígena del área rural en la 
escuela es de menos de dos años, 
según un informe del Fondo de  
las Naciones Unidas para la 
Infancia (UNICEF).
Gracias a la Cooperación Española, hoy podemos 
atender a las hermanas xincas y garífunas”
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El departamento de Sololá es famoso por su rique-za natural y cultural. El 
Lago de Atitlán es uno de los 
iconos turísticos de Guatema-
la. Miles de visitantes acuden 
a sus pueblos atraídos por sus 
parajes y por las ancestrales 
costumbres de sus habitantes. 
Pero Sololá también ha sido 
tristemente célebre por la par-
ticular manera en que se ha 
abordado la lucha contra la de-
lincuencia. Este departamento 
no padece la epidemia de vio-
lencia armada que sufren otras 
zonas del país. Los delitos más 
habituales están relacionados 
con agresiones intrafamilia-
res. Sin embargo, es una de las 
áreas donde más linchamien-
tos se han producido en las úl-
timas décadas. 
Existen diferentes teorías so-
bre el origen de esta costumbre 
por la cual las comunidades se 
toman la justicia por su mano 
hasta dar muerte a los delincuen-
tes en macabras ceremonias que 
la Policía no es capaz de conte-
ner. Muchas coinciden en seña-
lar la frustración que provoca la 
falta de acceso a la justicia oficial 
de algunos sectores de la pobla-
ción tradicionalmente margi­
nados. El Instituto de Enseñan-
za para el Desarrollo Sostenible 
(Iepades) trabaja desde hace más 
de 20 años en la prevención de la 
violencia en Guatemala. Carmen 
Rosa de León, su fundadora, cree 
que detrás de los linchamientos 
subyace la falta de prevención y 
la presencia excesiva de un dis-
curso represivo. También señala 
el papel de las Juntas Locales de 
Seguridad, patrullas vecinales 
im pulsadas por el Gobierno tras 
el final del conflicto armado. La 
in tención era implicar a la pobla-
ción en la lucha contra la delin-
cuencia, pero su papel se ha des-
virtuado. Actúan al margen de 
la autoridad y en muchos casos 
infringen la ley.   
Para luchar contra estos fenó-
menos, Iepades diseñó un plan 
llamado Prevención Local de la 
Seguridad, que comenzó a im-
plantarse hace cuatro años, con 
ayuda de la Cooperación Espa-
ñola, en 11 municipios de Sololá. 
Se buscaba cambiar el discurso 
de represión por una cultura de 
prevención e inclusión y mejo-
rar el acceso a la justicia de los 
sectores más vulnerables. “El 
acceso a la justicia es el princi-
pal mecanismo de prevención 
y es esencial para reducir los 
niveles de percepción de inse-
guridad. Yo puedo vivir en un 
lugar inseguro, pero si tengo la 
certeza de que el Estado me va a 
defender si me ocurre algo, me 
sentiré menos insegura”, expli-
ca De León.
Las encuestas de victimiza-
ción realizadas por Iepades en 
2010 resultaron reveladoras. La 
población decía confiar más en 
las diferentes iglesias que en la 
Policía. Cuando se les pregun-
taba cuál era la forma más efi-
caz de combatir la delincuencia, 
pedían mano dura e incluso la 
pena de muerte. Con esa infor­
mación, Iepades empezó a traba-
jar con las municipalidades y la 
Policía Nacional Civil (PNC). Se 
impulsó la creación de Consejos 
de Seguridad y se pidió a los al-
caldes que potenciaran su papel 
en detrimento de las Juntas Lo-
cales. Se capacitó en labores de 
prevención a los diferentes ac-
tores y se recuperaron espacios 
públicos que las encuestas ha-
bían revelado como in seguros. 
Se instaló iluminación y fueron 
intervenidos por ni ños y jóve-
nes de la zona. Poste riormente 
se organizaron actividades para 
que la población tomara nueva-
mente posesión del espacio. 
También se llevó a cabo un 
proyecto piloto con la PNC. Se 
solicitó que los agentes que ejer-
cieran en el área fueran origina-
rios de los municipios. “Esto ha 
contribuido a reforzar la con-
fianza de la población hacia los 
agentes de Policía, a quienes ya 
pueden dirigirse en su idioma”, 
argumenta De León.
El proyecto concluyó en ju-
lio de 2014 y la última encues-
ta de victimización prueba su 
eficacia. La PNC es hoy la ins-
titución más confiable para los 
vecinos, que ya no exigen mano 
dura sino inversión en activida-
des para los jóvenes. El número 
de denuncias se ha incremen-
tado notablemente, lo que, se-
gún la responsable de Iepades, 
confirma que se ha logrado 
mayor acceso a la justicia. La 
gobernación departamental ha 
decidido dar continuidad al 
proyecto con fondos propios y 
los municipios han consolida-
do los Consejos de Seguridad 
dentro de sus planes anuales. 
Todos menos uno han optado 
por desincentivar las Juntas Lo-
cales. Desde 2012 no se ha re-
portado ningún linchamiento. 
Para Carmen Rosa de León, 
esta experiencia demuestra que 
la prevención es el arma más 
eficaz contra la delincuencia, 
y también la conveniencia de 
apos tar por la integración que, 
según ella, es uno de los rasgos 
que ha distinguido el trabajo de 
la Cooperación Española: “Este 
proyecto prueba que se puede 
invertir a la vez en seguridad y 
en desarrollo. Esa perspectiva 
integradora ha sido muy im-
portante para Guatemala y ha 
tenido un impacto profundo en 
la pacificación del país”.
caRmen ROsa de LeÓn
[directora ejecutiVa del instituto de enseñanza 
Para el desarrollo sostenible –iePades–]
diseñó un plan  
de prevención local 
de la seguridad 
que ha conseguido 
reducir el número de 
linchamientos  
en el departamento 
de sololá, una de las 
zonas del país más 
afectadas por  
esta práctica.  
caRmen ROsa 
de LeÓn  
escRibanO
Ciudad de Guatemala, 1955.
Es licenciada en Sociología 
y Ciencias Políticas por la 
Universidad Compluten-
se de Madrid (España), 
donde vivió exiliada entre 
1977 y 1983. A su regreso, 
participó en la puesta en 
marcha del programa del 
Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los 
Refugiados (ACNUR) en 
Guatemala. En 1985 se 
incorpora al Gobier no de 
Vinicio Cerezo para crear la 
Comisión Nacional para la 
Atención de Repatriados, 
Refugiados y Desplazados 
(Cear). Tras salir del Gobier-
no, fundó el Instituto de 
Estudios para el Desarrollo 
Sostenible (Iepades).
iePades
Fue creado en 1991 para 
promover el fortaleci-
miento del poder local y 
la autogestión. Participó 
en la implementación del 
Acuerdo sobre el Fortale-
cimiento del Poder Civil 
y Función del Ejército en 
una Sociedad Democráti-
ca, en la Reforma Policial y 
en la promulgación de la 
Ley de Armas (2009). 
Entre 2008 y 2012 se registraron 15 linchamientos 
en el departamento de Sololá. Desde el 3  
de mayo de 2012 hasta agosto de 2014 no se 
reportó ninguno.
Según cifras de la PNC, 36 personas fallecieron 
víctimas de linchamientos durante 2013 en 
Guatemala, lo que supone un incremento del  
154 por ciento con respecto al año anterior. 
La perspectiva integradora de la Cooperación 
Española ha tenido un profundo impacto en la 
pacificación de Guatemala”
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Myrna Mack era una jo-ven antropóloga que mantenía un profun-
do compromiso social y huma-
no con su país. Dedicó buena 
parte de su carrera a estudiar las 
condiciones en las que vivían los 
centenares de miles de despla-
zados internos que se refugia-
ron en las zonas montañosas y 
selváticas para huir del conflicto 
armado. Mack quiso hacer visi-
ble la situación de estas perso-
nas, cuya existencia se ignoraba 
dentro y fuera de Guatemala, 
y, entre otras acciones, pidió la 
presencia de Cruz Roja Interna-
cional. El Ejército se opuso, pues 
suponía reconocer la existencia 
del conflicto. El 11 de septiembre 
de 1990, cuando salía de su ofi-
cina, Myrna Mack fue asesinada 
tras recibir 27 puñaladas.
Helen Mack nunca creyó la 
versión oficial, según la cual su 
hermana había sido víctima de 
un robo. Tampoco la segunda 
versión, que habló de un posi-
ble crimen pasional. Después de 
comprobar que nadie quería ha-
cerse cargo del caso, que ha bía 
sido archivado, dejó su vida a 
un lado para tratar de demos-
trar que Myrna había sufri-
do una ejecución extrajudicial. 
He len, que hasta ese momento 
se dedicaba a la promoción in­
mobiliaria, buscó testigos y re-
copiló pruebas documentales 
y testimoniales. Su insistencia 
provocó que el sistema procesal 
guatemalteco regulase la figura 
del querellante adhesivo, que 
permite a cualquier ciudadano 
provocar o adherirse a una per-
secución penal contra un fun-
cionario que abuse de su cargo. 
En 1994, el sargento mayor 
Noel de Jesús Beteta Álvarez 
fue condenado a 25 años de pri­
sión como autor material del 
asesinato de Myrna Mack. Para 
entonces, más de 12 jueces ha-
bían renunciado al caso por pre-
siones y amenazas. La presencia 
del embajador español, Juan Pa-
blo de Laiglesia, en la vista oral 
provocó una reclamación formal 
del Gobierno de Guatemala al 
español, pero constató la oposi-
ción de España a la impunidad 
que hasta entonces había reina-
do en el país. “Ese día España 
lanzó un mensaje de alcance in-
ternacional contra la impunidad 
en Guatemala”, reconoce Mack. 
En 2003, la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos 
emitió una sentencia condenato-
ria al Estado de Guatemala por 
su responsabilidad en el asesina-
to, encubrimiento y denegación 
de justicia. “La muerte de Myrna 
Mack fue producto de una ope-
ración encubierta de inteligencia 
militar llevada a cabo por el Es-
tado Mayor Presidencial y tole-
rada por diversas autoridades e 
instituciones”, ase gura la senten-
cia. Un año más tarde, el coronel 
Juan Valencia Osorio fue sen-
tenciado a 30 años como autor 
intelectual del asesinato. Poco 
después, el Estado de Guatema-
la reconoció su responsabilidad 
institucional en el asesinato y pi-
dió perdón a los familiares.
Aunque Valencia Osorio logró 
huir cuando estaba bajo custodia 
y aún sigue prófugo, la lucha de 
Helen Mack derribó barreras que 
hasta entonces se consideraban 
insalvables. El de Myrna Mack 
fue el primer proceso abierto por 
un crimen político, el primero en 
que se produjo una condena por 
autoría intelectual y el primero 
en que oficiales del Ejército en-
frentaron una acusación formal 
ante un tribunal de justicia. Las 
constantes intimidaciones que 
sufrieron los testigos del caso 
provocaron que, pocos años des-
pués, se aprobara la Ley de Pro-
tección de Sujetos Procesales.
España recompensó el esfuer-
zo de Helen con el premio Rey 
de España de los Derechos Hu-
manos, en 2007, e inició entonces 
una estrecha colaboración con la 
Fundación Myrna Mack, creada 
en 1993. El apoyo de la Coopera-
ción Española permitió sistema-
tizar los datos recogidos durante 
los 14 años que duró el proceso 
legal. Esa información dio lugar 
a una guía de estrategias que se 
compartió con diferentes orga-
nizaciones y que se ha usado en 
casos posteriores. También per ­
mitió capacitar a profesionales de 
la Procuraduría de Derechos Hu-
manos y del Ministerio Público 
para abordar casos relacionados 
con las fuerzas armadas. 
La Fundación Myrna Mack 
es una de las organizaciones que 
con mayor insistencia desempe-
ña la labor de auditoría social a 
las instituciones públicas del país 
y una de las más activas en la 
lucha contra la impunidad, que 
aún hoy es uno de los principa-
les problemas de Guatemala. Su 
labor ha provocado numerosas 
transformaciones en la justicia 
nacional, como la pro mulgación 
de las leyes de Co misiones de 
Postulación y de Libre Acceso a 
la Información, la prohibición de 
que la Ley de Reconciliación Na-
cional contemple amnistía para 
casos de genocidio o la llegada 
al país de la Comisión Interna-
cional Contra la Impunidad en 
Guatemala (CICIG). 
Hoy, la fundación representa 
a familiares de más de 180 des-
aparecidos durante el conflicto. 
Según Helen Mack, 17 años des-
pués de firmarse los Acuerdos 
de Paz, sigue sin reconocerse a 
las víctimas y continúa habien-
do desplazados.
heLen mack
[Presidenta de la Fundación Myrna Mack]
tras un proceso legal 
que duró 14 años, 
consiguió probar que 
su hermana había 
sido víctima de una 
ejecución extrajudicial 
y logró que el estado 
pidiera perdón por 
su asesinato. Hoy 
representa a familiares 






Además de crear la funda-
ción que lleva el nombre 
de su hermana, ha par-
ticipado en la puesta en 
marcha de organizaciones 
como Alianza contra La 
impunidad, la Comisión 
Nacional de Apoyo y 
Seguimiento al Fortaleci-
miento de la Justicia en 
Guatemala (1997), el Movi-
miento Pro Justicia (1999), 
el Foro Guatemala (2001), 
Acción Ciudadana (2009) 
o Guatemala Visible. Ha 
recibido, entre otros galar-
dones, el Right Livelihood 
Award (1992), considera-
do el Premio Nobel de la 
Paz alternativo. Su labor 
ha sido reconocida por 
el Senado de los Estados 
Unidos, la organización 
Human Rights First y di-
versas universidades de 
todo el mundo. 
FundaciÓn 
myRna mack
Fue creada en 1993 con 
el objetivo de “mejorar y 
democratizar” la adminis-
tración de justicia en Gua-
temala. Su esfuerzo se ha 
traducido, entre otras inicia-
tivas, en la Ley de la Carrera 
Judicial, la reforma del fue-
ro militar o la creación del 
Sistema Nacional de Inte-
ligencia. Ha publicado nu-
merosos estudios sobre los 
mecanismos de impunidad 
que operan en Guatemala y 
cómo desactivarlos. 
Durante los 36 años que duró el 
conflicto armado en Guatemala se 
contabilizaron más de 200.000 muertos, 
45.000 desaparecidos y alrededor de un 
millón de desplazados.
La justicia guatemalteca ha  
dictado 26 sentencias relacionadas 
con el conflicto armado,  
22 condenatorias y cuatro 
absolutorias.
Con la presencia del embajador Juan Pablo 
de Laiglesia en el juicio por el asesinato de mi 
hermana, España lanzó un mensaje de alcance 
internacional contra la impunidad en Guatemala”
34 35
Enrique Matheu está con-vencido de que la creati-vidad es un derecho que 
todo ser humano debe reivin-
dicar. Cree que no es sólo útil 
a la hora de idear negocios, 
sino que aplicada adecuada-
mente puede constituir una 
herramienta eficaz en la lucha 
por erradicar la pobreza. Im-
pulsar esa dimensión social 
de la creatividad ha sido uno 
de los rasgos que ha marcado 
su actividad como promotor 
cultural, labor a la que ha de-
dicado la mayor parte de su 
vida y cuya huella ha incidido 
en la realidad política y social 
de Guatemala.
Difundir el pensamiento crea ­
ti vo entre los niños y jóve nes del 
país, enseñarles a pensar de for-
ma alternativa, ha sido una de 
las fijaciones del fundador del 
centro cultural El Sitio, ubicado 
en la Antigua. Pero esa labor 
exige un cambio en la menta-
lidad de los maestros que se 
ocupan de la formación de los 
menores. Para impulsar esa 
trans formación, Matheu puso 
en marcha en 2003 la Escuela 
de Fa cilitadores de la Creati-
vidad y la Innovación (EFCI), 
un proyec to en el que logró im-
plicar a prestigiosos docentes 
internacionales de diferentes 
ámbitos. Más de 300 maestros 
pasaron por sus aulas durante 
los seis años que duró la escue-
la, que contó con la financiación 
de la Fundación W.K. Kellogg. 
La Cooperación Española cedió 
las instalaciones del Centro de 
Formación y costeó la alimenta-
ción de los alumnos. 
“La EFCI surgió para dar res-
puesta a la realidad socioeconó-
mica y cultural de Guatemala. 
Quisimos formar agentes para 
que pudieran crear nuevos mo-
delos y desarrollar programas 
que mejoren la calidad de vida 
de las comunidades”, explica 
Matheu. La actividad pos terior 
de los egresados confir ma que 
los objetivos se cumplieron. 
Alumnos y maestros tejieron 
una red que permitió estable-
cer nuevas escuelas en Quet-
zaltenango, Sololá y Jalapa, 
donde los alumnos de Anti-
gua ejercieron como docentes. 
Mu chas de las personas que 
se capacitaron en la EFCI for-
man hoy parte de las organi-
zaciones sociales más activas 
del país. Todos reconocen que 
la escuela supuso un punto de 
inflexión en sus vidas.
El modelo EFCI se ha con-
vertido en una referencia en la 
formación para el desarrollo. 
Su metodología ha sido es-
tudiada en universidades de 
Guatemala y la escuela ha sido 
replicada en América y en al-
gunos municipios de España. 
En Antigua, su semilla alum-
bró otros proyectos destinados 
a aplicar la creatividad en favor 
del de sarrollo. Uno de ellos fue 
LoCreo, que llevó a los facilita-
dores a algunas de las aldeas 
más deprimidas para realizar 
actividades con los niños de la 
comunidad. El objetivo era des-
pertar el interés de los padres 
por la vida escolar de sus hijos. 
Aumentar la permanencia en la 
escuela es una de las necesida-
des más urgentes del sistema 
educativo de Guatemala.  
La apuesta por la creativi-
dad superó el ámbito escolar 
a través de Incuba, un proyec-
to desarrollado por El Sitio y 
financiado por España para 
impulsar empresas cuya acti-
vidad supusiera algún benefi-
cio para la comunidad. “Bus-
camos ideas creativas que pu-
dieran convertirse en em presas 
y seleccionamos las que mayor 
incidencia pudieran te ner”, ex-
plica Matheu. Durante los cua-
tro años que duró el programa 
se establecieron 48 empresas 
nuevas. Al menos 11 mantenían 
su actividad durante el último 
seguimiento realizado. 
La relación de Matheu con 
la Cooperación Española data 
de finales de los 90, cuando la 
AECID se asentó en el colegio 
de la Compañía de Jesús en 
Antigua. Ese momento fue cla-
ve, según él, para la ciudad. La 
restauración del emblemático 
inmueble, sobre cuyas ruinas se 
asentaba hasta entonces el mer-
cado de la ciudad, transformó el 
centro de Antigua, mientras que 
la creación del Centro de For-
mación supuso un impulso a la 
actividad cultural. “La llegada 
de la Cooperación tuvo un gran 
impacto en la vida cultural de 
Antigua, es un referente innega-
ble”, reconoce Matheu, que ini-
ció entonces una activa colabo-
ración con la AECID que se ha 
mantenido hasta la actualidad.
España acompañó a Matheu 
cuando fue nombrado vicemi-
nistro de Cultura, en 2004. La 
Cooperación apoyó la puesta en 
marcha del Plan de Desarrollo 
Cultural, que había sido diseña-
do a partir de estudios y consul-
tas realizadas por El Sitio. “Espa-
ña creyó en las posibilidades de 
transformación de las políticas 
culturales, pero la implemen-
tación del Plan no se completó 
por la falta de voluntad política 
de los siguientes gobiernos”, la-
menta el ex viceministro. 
La contribución de la AECID 
permitió llevar a cabo una pro-
funda transformación en la Uni-
versidad Po pular, institución 
im pulsada por un grupo de in­
te lectuales ha ce más de 90 años 
para potenciar las habilidades 
de personas con escasos recur-
sos. Hoy sigue enfocada a los 
sectores más desfavorecidos, 
pero es una moderna escuela 
de oficios artísticos. Su lema es: 
“Transformando habitantes en 




Ha promovido la 
creatividad como 
motor de desarrollo 
humano sostenible, 
primero desde su 
centro cultural y luego 





Ciudad de Guatemala, 1946.
Inició estudios de Econo-
mía y Arquitectura en la 
Universidad Rafael Lan-
dívar, pero terminó por 
licenciarse en Ciencias de 
la Comunicación. 
En 1993 fundó el proyec -
to El Sitio, en Antigua,  
que empezó como una 
galería de arte para con-
vertirse en un centro cul-
tural multidisciplinar. 
Fue viceministro de Cultu-
ra entre 2004 y 2006 y mi-
nistro entre 2007 y 2008. 
Actualmente participa en 
numerosas asociaciones 
y fundaciones de promo-
ción cultural nacionales  
e internacionales. 
La tasa de cobertura de la educación primaria  
en Guatemala es del 89.1 por ciento, según  
datos del Ministerio de Educación. 
El Programa de Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) cifró en 4.1 años 
la permanencia media de los menores 
guatemaltecos en la escuela.
El Centro de Formación de la Cooperación 
Española supuso un gran impulso para la vida 
cultural de Antigua”
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Casi la mitad de los me-nores de cinco años pa-dece desnutrición cró-
nica en Guatemala. Más de un 
millón de niños y niñas sufre un 
retraso en su estatura y una alta 
probabilidad de padecer retar-
do en su coeficiente intelectual 
en el futuro, circunstancias que, 
probablemente, los condenarán 
a la pobreza si alcanzan edad 
adulta. El 60 por ciento de las 
muertes en el país se debe a 
neumonías, bronconeumonías 
y diarreas, patologías que están 
asociadas a la desnutrición. 
Durante el último siglo se rea­
lizaron esfuerzos para combatir 
este complejo problema, que 
es tá enraizado en la desigual 
dis tribución de los recursos 
pro ductivos originada por una 
lar ga historia de desarrollo ex-
cluyente, pero no siempre se 
consiguió enfocarlos de manera 
eficaz. La desconfianza de los 
técnicos hacia los políticos di ­
ficultó durante años que las in­
vestigaciones pudieran tradu­
cir se en políticas activas. La 
re ticencia de los funcionarios a 
abor dar cambios estructurales 
y apostar por acciones a largo 
plazo retrasó la promulgación 
de las leyes necesarias para 
combatir de manera efectiva la 
desnutrición y garantizar el De-
recho a la Alimentación.
Las más de tres décadas de 
conflicto armado agudizaron la 
situación y provocaron la apa-
rición de diferentes movimien-
tos sociales que presionaron 
para que se promulgara una 
ley de seguridad alimentaria y 
nutricional, que se había pro-
puesto sin éxito en dos ocasio-
nes anteriores. España se sumó 
a ese esfuerzo a través del Pro-
grama Especial para la Salud 
Alimentaria (PESA), que, entre 
otras iniciativas, impulsó una 
serie de diplomados y postgra-
dos en Seguridad Alimentaria 
y Pobreza para formar a fun-
cionarios nacionales y munici-
pales y también para servir de 
punto de encuentro entre polí-
ticos y técnicos. 
Luis Enrique Monterroso par ­
ticipó como alumno, en 2004, y 
después como docente. “España 
puso sobre la me sa la conexión 
entre lo técnico y lo político y 
la necesidad de actuar conjun-
tamente. Provocó una unión 
entre las personas más allá de 
los cargos. Después, cada uno 
de esos individuos consiguió 
atraer a la institución a la que 
representaba. Esa contribución 
resultó muy útil y se reconoce-
rá el día que en Guatemala se 
produzca la transformación que 
esperamos”, recuerda. Monte-
rroso fue uno de los redactores 
de la Ley del Sistema de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricio-
nal, que fue aprobada por el 
Congreso el 6 de abril de 2005. 
El actual ministro de Salud 
dirigió durante dos años la Se-
cretaria de Seguridad Alimen-
taria y Nutricional (Sesan), el 
órgano de planificación técnica 
surgido de aquella ley, que, a su 
juicio, supuso un “cambio para-
digmático” en la lucha contra la 
desnutrición. En sus palabras, 
la ley visibilizó un problema 
que estaba oculto y fomentó la 
coordinación interinstitucional, 
esencial pa ra abordar una pro-
blemática que está relacionada 
con la alimentación pero tam-
bién con la educación, la aten-
ción sa nitaria, la infraestructura 
o el desarrollo rural. 
El nuevo marco permitió or-
denar las intervenciones de las 
diferentes instituciones y enfo-
carlas hacia objetivos concretos 
a partir de estudios técnicos. 
También consiguió que la po-
lítica pública volteara hacia el 
campo, pues el texto reconoce 
que la desnutrición es un pro-
blema esencialmente rural. 
El Sistema Nacional de Se-
guridad Alimentaria ha alum-
brado programas integrales 
sin precedentes, como el Pacto 
Hambre Cero, esfuerzo con-
junto de más de una veintena 
de organismos públicos, en el 
que también participan insti-
tuciones académicas, empre-
sas privadas y organizaciones 
de cooperación. Su objetivo es 
reducir en un 10 por ciento la 
desnutrición crónica infantil 
para finales de 2015. El pacto 
se suscribió el 16 de febrero de 
2012 en el municipio de San 
Juan Atitán, en Huehuetenan-
go, que arroja tasas de desnu-
trición infantil superiores al 90 
por ciento. Entre las interven-
ciones destaca la llamada Ven-
tana de los Mil Días, que busca 
prevenir los efectos causados 
por la anemia y la deficiencia 
de yodo desde el inicio de la 
gestación hasta los dos años. 
Los daños producidos en ese 
periodo condicionan de forma 
irreversible la vida futura.
El Pacto Hambre Cero, cuya 
evaluación de impacto elabo ra 
la Cooperación Española, re-
dujo en 1.7 por ciento la des­
nutrición crónica infantil du-
rante su primer año, más de 
lo que se había logrado en los 
15 anteriores. La tasa de mor-
talidad entre menores de cinco 
años bajó del 2.2 al 0.68 por 
ciento. Aunque aún está lejos 
de sus objetivos, Monterroso 
cree que la iniciativa ha abier-
to un camino sin retorno y que 
su condición de pacto de Esta-
do garantizará su continuidad 
aunque cambie el Gobierno: 
“La próxima administración re ­
cibirá una fuerte presión so-
cial para continuar, porque la 
sociedad ya ha entendido que 
la desnutrición es un problema 
que no se puede dejar”.
Luis enRique mOnteRROsO
[Ministro de salud Pública y asistencia social]
diseñó y coordina el 
Plan Hambre cero, que 
ha logrado reducir la 
desnutrición infantil 
crónica en casi dos 
puntos durante 






Es licenciado en Adminis-
tración de Empresas por 
la Universidad Mesoame-
ricana de Guatemala y 
diplomado en Seguridad 
Alimentaria y Pobreza y 
Nutrición. Dirigió la Se-
cretaría de Salud Alimen-
taria y Nutricional de la 
Presidencia (Sesan) entre 
enero de 2012 y septiem-
bre de 2014, cuando fue 
nombrado Ministro de 
Salud. Su labor ha sido 
reconocida por el Consor-
cio Transform Nutrition, 
el Sistema de Integración 
Centroamericana (Sica) y 
la Alianza Nacional contra 
el Hambre de Honduras, 
entre otras instituciones.
En Guatemala el 49.8 por ciento de los menores 
de cinco años sufre desnutrición infantil  
crónica. En 2013 fallecieron 106 niños por  
causas relacionadas con esta patología.
El coste de la desnutrición en Guatemala equivale 
a un 11 por ciento del Producto Interior Bruto 
del país, según un informe elaborado por la 
Comisión para América Latina de Naciones 
Unidas en 2004.
España puso sobre la mesa la necesidad  
de que técnicos y políticos trabajaran juntos 
contra la desnutrición y promovió espacios  
para acercar posturas”
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En 2006, 603 mujeres fue-ron asesinadas en Gua-temala. Un 75 por ciento 
de ellas murió a manos de sus 
esposos o parejas. Menos del 5 
por ciento de los casos fueron 
resueltos. Aquel año marcó un 
macabro pico en un fenómeno 
del que diferentes organizacio-
nes nacionales e internaciona-
les llevaban años alertando: la 
impunidad que existía alrede-
dor de los crímenes contra las 
mujeres en Guatemala.
En aquel momento Claudia 
Paz y Paz era directora ejecu-
tiva del Instituto de Estudios 
Comparados en Ciencias Pe-
nales de Guatemala (ICCPG), 
una entidad académica que 
trabaja por el fortalecimiento 
de la justicia guatemalteca. La 
abogada, doctora en Derecho 
Penal y Derechos Humanos, 
había estudiado las manifiestas 
falencias del sistema a la hora 
de abordar los delitos de vio-
lencia contra las mujeres y, en 
2007, impulsó la elaboración 
de Por ser mujer: análisis de las 
respuestas del sistema de justicia 
ante casos de violencia contra mu-
jeres, un informe que provocó 
un importante impacto nacio-
nal e internacional. 
Los autores del estudio ana-
lizaron el proceso que seguían 
las mujeres que denunciaban 
violencia machista y concluye­
ron que la denuncia era el co-
mienzo de un interminable ca­
mino de desatención y revicti-
mización. En la capital, donde 
más denuncias se interponen, 
las mujeres debían ir al Minis-
terio Público (MP) a denunciar, 
al Hospital Roosevelt a recibir 
tratamiento médico y al Insti-
tuto Nacional de Ciencias Fo-
renses (Inacif) para ser exami-
nadas antes de ser derivadas a 
alguna organización que pres-
tara apoyo psicológico. Como 
recuerda Paz y Paz, ese periplo 
disuadía a muchas de continuar 
el proceso y dejaba a las que sí 
seguían a merced de sus agre-
sores: “Era casi imposible que 
regresaran. Algunas se arre-
pentían, a otras las convencían 
sus agresores para retractarse y 
a no pocas las mataban”.
Aquel estudio, que se elaboró 
con apoyo de la Cooperación Es-
pañola, se convirtió en una voz 
más del clamor social que con-
dujo a la aprobación, en 2008, de 
la Ley de Femicidio y otras for-
mas de Violencia contra la Mu-
jer. Pero, sobre todo, contribuyó 
a concienciar sobre la necesidad 
de transformar el protocolo uti-
lizado para atender a las vícti-
mas. Sin una atención integral, 
la nueva ley difícilmente podría 
cumplir su cometido.
Las conclusiones de ese tra-
bajo incidieron en la elabora-
ción del proyecto de Justicia 
Especializada con Enfoque de 
Género, que entonces diseña-
ban conjuntamente la AECID 
y el Organismo Judicial de 
Gua temala (OJ). Para evitar el 
vía crucis legal que reflejaba el 
in forme, se creó el Sistema de 
Aten ción Integral a las víctimas 
de violencia de género, sexual 
y femicidio (SAI), basado en 
la premisa de que debía ser la 
justicia la que girara alrededor 
de la víctima y no al contrario. 
A partir de esa lógica se centra-
lizó en un mismo inmueble la 
atención legal, médica y psico-
lógica para que las mujeres no 
tuvieran que elegir entre de-
nunciar o recibir atención mé-
dica. El sistema, adscrito al MP, 
empezó a implantarse en la ca-
pital en 2009. Al año siguiente, 
Paz y Paz fue nombrada jefa 
del Ministerio Público.   
La nueva fiscal general asu-
mió el proyecto y lo potenció 
con el convencimiento de que el 
MP debe ser “la institución le-
gal más cercana a las víctimas” 
y que ninguna víctima requie-
re más apoyo del sistema que 
quienes han sufrido violencia 
por su condición de mujeres. 
Ba jo su mandato (2010­2014) 
se instauró el SAI en diferentes 
de partamentos del país y se in-
auguraron los primeros juzga-
dos abiertos las 24 horas, con el 
objetivo de que las víctimas no 
tuvieran que regresar al lugar 
donde fueron violentadas.
“El SAI es un sistema excelen-
te que nos ha permitido realizar 
capturas hasta 12 horas después 
de la denuncia. Hemos tratado 
de replicarlo en todo el país por-
que realmente funciona”, expli-
ca la ex fiscal general. Paz y Paz 
cree, sin embargo, que la clave 
de la eficacia del sistema es el 
proceso de capacitación y sen-
sibilización al que se sometie-
ron los trabajadores del MP y el 
OJ. “Estas reformas no habrían 
servido de nada si los jueces si-
guieran teniendo sesgos de gé-
nero. Antes, algunos culpaban 
a las víctimas de las agresiones 
que habían sufrido y les decían 
que regresaran a sus casas. Esa 
sensibilización, llevada a cabo 
por la Cooperación Española, 
es lo que realmente ha marcado 
la diferencia”, opina.  
Paz y Paz dejó el cargo en 
mayo de 2014, pero está con-
vencida de que los esfuerzos 
por defender a las víctimas de 
femicidio se mantendrán, gra-
cias a que el sistema ya está 
plenamente instalado en la jus-
ticia guatemalteca: “La volun-
tad de España por mantener su 
apoyo durante el tiempo sufi-
ciente para que los procesos se 
instalen ha hecho que ya sea 
muy difícil que se produzca 
un retroceso”. 
cLaudia Paz y Paz
[aboGada esPecialista en derecHos HuManos]
la ex fiscal general 
de la república fue 
candidata al nobel 
de la Paz en 2013 
por su defensa de los 
derechos Humanos.
cLaudia  Paz 
 y Paz  baiLey
Ciudad de Guatemala, 1966.
Es licenciada en Derecho 
por la Universidad Rafael 
Landívar de Guatemala y 
Doctora en Derecho Penal 
y Derechos Humanos por 
la Universidad de Sala-
manca (España). Empezó 
su carrera como jueza de 
paz en Sumpango, Sacate-
péquez, antes de incorpo-
rarse como asesora jurídica 
de la Oficina de Derechos 
Humanos del Arzobispado 
de Guatemala. Fue direc-
tora del bufete legal de la 
oficina del Alto Comisio-
nado de Naciones Unidas 
para Refugiados (ACNUR) y 
directora ejecutiva del Ins-
tituto de Estudios Compa-
rados en Ciencias Penales 
(ICCPG). En 2010 se con-
virtió en la primera mujer 
nombrada fiscal general 
de Guatemala.
En 2013 fue nominada al 
Premio Nobel de la Paz por 
su trabajo en defensa de 
los Derechos Humanos. 
Ese mismo año, la revista 
Newsweek la incluyó entre 
las 150 mujeres más va-
lientes del mundo, mien-
tras que Forbes la señaló 
como una de las mujeres 
que están cambiando el 
mundo en Política y Po-
líticas Públicas. En 2014 
recibió el Dean’s Award de 
la Universidad de George-
town, en reconocimiento a 
su lucha por los derechos 
de las mujeres.  
El 27.6 por ciento de las  
mujeres guatemaltecas afirma 
haber sufrido algún tipo de 
agresión física o sexual por parte 
de sus parejas, según el Informe 
sobre Violencia Intrafamiliar  
en Guatemala.
Durante la gestión de Claudia 
Paz y Paz, la impunidad en 
Guatemala se redujo de un 95 por 
ciento a un 70 por ciento, según 
datos del Ministerio Público. Las 
condenas por casos de homicidio se 
incrementaron en un 120 por ciento.
Gracias a la Cooperación Española, 
las víctimas de violencia de género no tienen 
que elegir entre atención médica y justicia”
40 41
Semanas después de com-prometerse a apoyar su sin gular proyecto teatral, 
los responsables del Centro de 
Formación de la Cooperación 
Española en Antigua pidieron 
a Marco Canale, director de la 
compañía, que preparara una 
re presentación privada para 
com probar cómo evolucionaban 
los ensayos. Las actrices nunca 
ha bían actuado ante un público 
tan numeroso. De hecho, el gru-
po carecía de nombre.
La noche antes de aquella re ­
presentación, Lesbia Téllez tu vo 
un sueño. Ella y sus seis com­
pañeras se reunían horas antes 
de la función para decidir qué 
nombre pondrían a la compa-
ñía. Lesbia sugería Las Pode-
rosas. Las demás aceptaban y 
se preparaban para actuar. La 
representación era un éxito. 
En tre el público estaba el em-
bajador de México en Guate-
mala, que, fascinado, invitaba 
a la compañía a una gira por su 
país. En México conocían a un 
productor estadounidense, que 
se ofrecía a convertirlas en es-
trellas de Hollywood... 
Al día siguiente, la mujer con-
tó a sus compañeras lo que ha-
bía soñado. A todas les entusias-
mó la idea de recorrer el mundo. 
Por eso, decidieron descartar los 
nombres que habían barajado 
hasta entonces y llamarse Las 
Po derosas. A ver si así se cum-
plía el resto del sueño.
Lesbia Téllez, Telma Ajín, 
Adel ma Cifuentes, Rosa García 
y Telma Salceño comparten al­
go más que un sueño. Todas se 
vieron durante años envueltas 
en la espiral de violencia que 
padecen miles de mujeres en 
Guatemala. Todas llegaron a 
creer que ese era un destino del 
que no podían escapar. Pero to-
das consiguieron salir. Sus ca-
minos se cruzaron en el Centro 
de Investigación, Capacitación 
y Apoyo a la Mujer (CICAM), 
una ONG que trabaja por los 
derechos de las mujeres guate-
maltecas desde 1999. 
Allí, las psicólogas les habla-
ron de un dramaturgo argen-
tino que estaba realizando un 
trabajo sobre violencia de géne-
ro. Se trataba de narrar las ex-
periencias de las mujeres a tra-
vés del teatro. El planteamiento 
era complejo. Los malos tratos 
habían degradado la autoesti­
ma de las mujeres y habían 
afectado a su capacidad de co-
municación. Pero todas respon-
dieron lo mismo. Si sirve para 
que otras no sufran lo mismo, 
lo haremos. El documental se 
llamó Hoy puede ser y en él par-
ticiparon 17 mujeres. Ninguna 
había hecho teatro antes.
Terminado el rodaje, siete 
de aquellas mujeres pidieron 
a Canale seguir actuando. El 
director aceptó el reto y juntos 
elaboraron un nuevo texto que 
daba un paso más en el viaje 
interior de las protagonistas. 
Cada una eligió los aspectos 
que quería abordar. Algunas 
interpretaron a sus agresores. 
Otras escenificaron el sufri-
miento de sus hijos, que tam-
bién participaron en la obra. 
Fue un proceso duro, pero for-
talecedor. “Hicieron un ejer ­
cicio de desnudarse interior­
mente y eso tiene un valor 
gigantesco en Guatemala, que 
es un país muy luminoso pero 
en el que existe mucha descon-
fianza”, explica el director.
Canale, que trabajaba como 
programador de artes escéni­
cas del Centro Cultural de Es­
paña, presentó su proyecto a 
la Cooperación Española en 
bus ca de apoyo. “Lo acogieron 
des de el primer momento y le 
han dado un acompañamien-
to total, tanto a nivel colecti-
vo como en el plano personal 
con algunas mujeres”, relata. 
En noviembre de 2009, meses 
después del sueño de Lesbia, 
Las Poderosas estrenaron su 
espectáculo en el Teatro Nacio-
nal. Al año siguiente viajaron 
a México y a diferentes países 
de América. En 2011, realiza-
ron una gira por España. 
Aquellos viajes fueron la 
consecución de su sueño, pero 
lo que vivieron durante el pro-
ceso fue lo que las transformó. 
“El teatro me ha cambiado la 
vida. Cada vez que me subo 
al escenario y me enfrento a 
mi historia experimento una 
sensación diferente”, expli-
ca Rosa García. “Yo vine con 
pro blemas, pero ya los tengo 
en el recuerdo, ya no son un 
lastre. El Centro Cultural nos 
ha dado una oportunidad de 
vida”, cuenta Telma Salceño. 
“Yo he superado el miedo a 
mostrarme en público”, confie-
sa Adelma, que perdió el brazo 
izquierdo cuando su esposo 
trató de matarla. 
Lo que más destacan las 
cinco mujeres que actualmen-
te componen Las Poderosas 
es la reacción del público. “En 
Venezuela una mujer nos dijo 
que pensaba matarse ese mis-
mo día y que la obra la hizo ver 
que había una salida”, cuenta 
Lesbia. Después de ca da repre-
sentación se improvisa un bre-
ve coloquio con los asistentes. 
Muchos hombres rompen a llo-
rar al reconocer el sufrimiento 
que infligen a sus familias.
El pasado 17 de septiembre 
Las Poderosas estrenaron Na-
ciendo, su segunda producción. 
La obra profundiza en las dife-
rentes formas de violencia que 
ha padecido Guatemala duran-
te su historia reciente. Esperan 
que sirva para seguir conven-
ciendo a las mujeres de que 
es posible salir de la violencia. 
Y quizá recibir esa invitación 
para actuar en Estados Unidos 
que todavía tienen pendiente.
Las POdeROsas
[coMPañía de teatro]
lograron salir del 
círculo de violencia 
intrafamiliar y 
actualmente utilizan el 
teatro para concienciar 
sobre la situación 




La compañía fue confor-
mada en 2008 por Rosa 
García, Lesbia Téllez, Telma 
Ajín, Adelma Cifuentes, 
Telma Salceño, Eva Cifuen-
tes y Rina Najarro, quien 
falleció de cáncer en 2011, 
bajo la dirección de Marco 
Canale y con la colabo-
ración de Silvia Trujillo y 
Patricia Orantes. 
Ha participado en las 
obras Hoy puede ser  
(2008) y Las Poderosas 
(2010-2013), que repre-
sentó en Nicaragua, Hon-
duras, México, Venezuela 
y España, donde fue galar-
donada en el Festival Ibe-
roamericano de Teatro de 
Cádiz (FIT). En septiembre 
de 2014 estrenó Naciendo. 
Según el Instituto Nacional de Estadística (INE), 
las denuncias por violencia intrafamiliar se  
han incrementado en un 439 por ciento entre  
2004 y 2013.
Entre enero y agosto de 2014, la Policía  
Nacional Civil de Guatemala recibió  
1.385 denuncias por violencia intrafamiliar  
y detuvo a 1.279 personas.
El Centro Cultural de España nos ha dado  
una oportunidad de vida a través del teatro”
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En Guatemala existen nu­merosas instituciones, pú blicas y privadas, dedi ­
ca das a preservar y fortalecer la 
iden tidad cultural de los pue-
blos indígenas. Sin embargo, 
la dinámica política excluye en 
gran medida a estas comunida-
des, que representan cerca del 
50 por ciento de la población. 
Aunque los Acuerdos de Paz 
establecen que Guatemala está 
formado por cuatro pueblos 
(maya, garífuna, xinca y ladino 
o mestizo) y que en el territorio 
nacional se hablan 23 lenguas 
diferentes, la Constitución no 
reconoce a Guatemala como un 
país multicultural ni plurilin-
güe. La reforma que buscaba 
incluir esos dos conceptos fue 
rechazada en una consulta ce-
lebrada en 1999, en la que par-
ticipó el 18.5 por ciento de la 
población empadronada.
Aquella reforma había sido 
impulsada, entre otras organi za­
ciones, por el Organismo Na leb’, 
fundado en 1997 por un grupo 
de profesionales indígenas li-
derados por Álvaro Pop, poli-
tólogo y experto en Relaciones 
Internacionales. Su ob jetivo era 
promover una trans formación 
del Estado con enfoque mul-
ticultural e intercultural. En 
palabras de Pop, el gran reto 
que se propusieron y que 
aún mantienen es encontrar 
el punto de equilibrio entre 
los derechos individuales del 
sistema positivo paraestatal y 
los derechos cognitivos y an-
cestrales de los pueblos indí-
genas, y hacerlo viable en un 
mismo Estado. 
Entre las líneas de acción 
que se proponía impulsar Na-
leb’ estaba fortalecer a las orga-
nizaciones civiles a través de la 
formación en derechos de los 
pueblos indígenas y crear una 
observación electoral nacional, 
que no había existido desde la 
instauración de la democracia 
electoral en 1985. Ambas enca-
jaban en el compromiso con el 
fortalecimiento de la sociedad 
civil y el apoyo a los derechos 
de los pueblos indígenas, dos 
de las prioridades de la Coope-
ración Española, que fue uno 
de los primeros organismos in-
ternacionales que decidió apo-
yar a Naleb’. 
La primera misión de ob-
servación electoral indígena se 
llevó a cabo en las elecciones 
de 1999 y, desde entonces, se 
ha repetido en las tres siguien-
tes (2003, 2007 y 2011). En cada 
una de estas misiones se traba-
jó en 100 municipios diferentes 
y se implicó a alrededor de un 
millar de personas que fueron 
capacitadas con apoyo de la 
AECID y que hoy participan 
en la vida política de sus co-
munidades. “La Cooperación 
Española puso una marca muy 
contundente y generosa en ca­
da uno de esos procesos. El 
país entero debe reconocer que 
la AECID fue una de las pri-
meras cooperaciones que hizo 
una apuesta sustantiva por los 
derechos indígenas”, afirma 
Pop. La observación de Naleb’ 
inicia tres meses antes de las 
elecciones y concluye tres me-
ses después con la publicación 
del Informe Nacional de Ob-
servación. El modelo inicial fue 
importado, pero a lo largo de 
los procesos se ha desarrollado 
una metodología propia. 
La sistematización de los da-
tos recogidos durante esas cua-
tro misiones ha permitido com-
prender mejor las carencias del 
sistema electoral e identificar 
los diferentes elementos que 
dificultan el acceso de los pue-
blos indígenas a la democracia. 
También ha desembocado en 
numerosas propuestas eleva-
das tanto al Tribunal Supremo 
Electoral como a los organismos 
Ejecutivo y Legislativo. Naleb’ 
ha llamado la atención sobre la 
instrumentalización que, a su 
juicio, sufre la población indí-
gena, que, según Pop, resulta 
condenada a una categoría de 
ciudadanía de segunda. 
“Manipulan y condicionan 
a los pueblos indígenas con 
fines electoralistas pero rara 
vez aparecen indígenas en los 
primeros puestos de las listas 
electorales”, lamenta el acti-
vista, que, a través de Naleb’, 
fue el primero en denunciar el 
clientelismo que, a su juicio, 
pudre al sistema electoral gua-
temalteco. Aunque con escasa 
respuesta, el organismo ha so-
licitado que se instalen urnas 
en las áreas rurales para evitar 
que el transporte de los campe-
sinos pueda convertirse en una 
herramienta de manipulación.
Las diferentes observaciones 
han concluido que Guatemala 
es, en gran medida, indígena, 
rural y monolingüe y que mu-
chos habitantes no participan 
en el proceso democrático, en-
tre otros motivos, porque la in-
formación está publicada en un 
idioma que no entienden (el es-
pañol), porque no saben leer o, 
simplemente, porque ignoran 
los mecanismos del sistema. 
Estas revelaciones dieron lugar 
a la propuesta de creación de 
una unidad específica para la 
inclusión de pueblos indígenas 
dentro del Tribunal Supremo 
Electoral. La iniciativa, que fue 
remitida junto al informe de las 
elecciones de 2011, incluía el 
compromiso de España de ha-
cer el proyecto viable desde el 
punto de vista económico. Has ­
ta el momento no se ha pues to 
en marcha. 
áLVaRO POP
[Fundador y Presidente del orGanisMo naleb’]
naleb’, fundado por 
álvaro Pop en 1997, 
llevó a cabo la primera 
misión nacional de 





Pertenece al pueblo Ma-
ya-Q’eqchí’. Es licenciado 
en Ciencias Políticas por la 
Universidad Rafael Landí-
var de Guatemala. Ha sido 
jefe de la Misión Indígena 
de Observación Electoral 
en las elecciones de 1999, 
2003, 2007 y 2011. Es 
fundador y director de la 
revista Baq’tun y colabora-
dor de diferentes medios 
de comunicación. Desde 
2012 representa a Gua-
temala en el Foro Perma-
nente para las Cuestiones 




Es una organización social 
fundada en 1997 por un 
grupo de profesionales 
indígenas. Además de 
la observación electoral, 
ha realizado numerosos 
estudios relacionados con 
la situación de los pueblos 
indígenas en la vida polí-
tica de Guatemala, entre 
ellos el primer Análisis del 
Presupuesto General de la 
República con Enfoque de 
Realidad Multicultural. Ese 
informe facilitó que, en 
el Presupuesto de 2014, 
se incluyera un apartado 
específico para pueblos 
indígenas por primera vez 
en la historia del país. 
El diccionario de la Real Academia 
de la Lengua Española define 
clientelismo como el “sistema de 
protección y amparo con que los 
poderosos patrocinan a quienes 
se acogen a ellos a cambio de su 
sumisión y de sus servicios”. 
Según datos oficiales, 
aproximadamente el 40 por  
ciento de la población de 
Guatemala es indígena.  
Veintidós de los 158 diputados  
del Congreso de la República  
son indígenas.
La AECID fue una de las primeras 
cooperaciones que hizo una apuesta 
sustantiva por los derechos de los  
pueblos indígenas de Guatemala”
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Establecer un mecanismo fluido y eficaz de diálogo social es una de las prin-
cipales asignaturas pendientes 
de la democracia guatemalteca. 
A pesar de los esfuerzos de los 
diferentes gobiernos, la relación 
entre empresarios y tra bajadores 
constituye uno de los mayores 
generadores de con flictividad 
en el país. El enfrentamien-
to entre patronal y sindicatos 
está profundamente enconado 
desde los tiempos del conflicto 
armado. Los empresarios des-
confían de los sindicatos por su 
vinculación con el movimiento 
revolucionario, mientras que 
éstos acusan al empresariado 
de haber apoyado los regíme-
nes militares que los reprimie-
ron durante los años 80. Recom-
poner la relación entre ambas 
partes es imprescindible para 
garantizar el progreso social y 
económico del país.   
Así lo entendió Gustavo Po ­
rras, antiguo miembro del Ejér­
cito Guerrillero de los Pobres 
(EGP). Porras combatió duran­
te años en el Frente Guerrillero 
Augusto Sandino y pasó dife­
ren tes periodos exiliado en Mé­
xico y Francia. A finales de los 
80 renunció a la lucha armada 
y se incorporó a la actividad 
académica. En 1996 se unió al 
Gobierno como secretario per-
sonal del entonces presidente 
Álvaro Arzú y desempeño un 
papel esencial como mediador 
duran te las negociaciones de 
los Acuerdos de Paz que pusie-
ron fin al conflicto armado. 
Tras la firma de la paz, Po-
rras empezó a trabajar en la 
creación de un organismo que 
aglutinara a empresarios, coo-
perativistas y sindicatos. La 
Cooperación Española apoyó 
decididamente su iniciativa y 
promovió y financió encuentros 
con representantes del Consejo 
Económico y Social de Espa-
ña, que, junto al de Holanda, 
serían los modelos en los que 
se basaría el nuevo organismo. 
“No fue fácil conseguir que los 
empresarios se sentaran con los 
sindicatos y tampoco al revés, 
pues al principio los trabajado-
res creían que se trataba de una 
maniobra de la patronal para 
neutralizarlos”, explica Porras, 
que destaca la importancia del 
asesoramiento de los sindicatos 
españoles en el proceso: “Ayu-
dó a que los representantes gua-
temaltecos  com prendieran que, 
aunque per sisten todavía gran-
des contra dicciones, existen ele-
mentos de interés compartido 
que no existían antes, especial-
mente desde el punto de vista 
de las políticas públicas”. 
Las primeras negociacio-
nes dieron como resultado un 
grupo promotor liderado por 
Porras e integrado por repre-
sentantes de los tres sectores. 
Ese grupo recibió el apoyo de 
la Cooperación Española para 
elaborar el proyecto de ley de 
creación del Consejo Económi-
co y Social (CES), que fue apro-
bado por el Congreso dos años 
más tar de. Para el actual presi-
dente del CES, el apoyo, expre-
sado incluso antes de que fue-
ra cons tituido jurídicamente el 
grupo promotor, demostró el 
compromiso de España con el 
desarrollo de Guatemala. “Fue 
un apoyo ágil y con toda la 
voluntad de que la iniciativa 
echara a caminar, y prueba que 
España está realmente intere-
sada en el desarrollo del país, a 
diferencia de otras cooperacio-
nes cuya estrategia es buscar la 
conflictividad”, opina.
La institución fue aprobada 
por el Congreso en 2012, des-
pués de casi 10 años de tra-
bajo y negociaciones. El 5 de 
septiembre de ese año, Otto 
Pé rez Mo lina juramentó a Gus-
tavo Po rras como presidente del 
CES. “Pareciera que Guatemala 
tiene grandes dificultades pa­
ra que los principales grupos 
de la sociedad se pongan de 
acuerdo. A veces pareciera que 
tenemos dificultades para diri-
mir nuestras controversias por 
los medios pacíficos que esta-
blece la democracia”, aseguró 
Pérez Molina durante el acto, 
en alusión al importante reto 
que tenía por delante la nueva 
institución.
Para Porras, el hecho de ha-
ber juntado a los tres sectores 
alrededor de una institución 
permanente, aunque sus re-
comendaciones no sean vin-
culantes, constituye un hecho 
inédito. “Sólo que se reúnan y 
decidan buscar consensos es un 
salto adelante. Los tres sectores 
se han comprometido a una 
modernización del Estado que 
es imprescindible para Gua ­
temala”, explica. 
En los dos años que lleva 
constituido, el CES ha emitido 
varias resoluciones sobre te-
mas de interés nacional. Entre 
ellas, una en apoyo a la moder-
nización educativa que había 
propuesto la ministra de Edu-
cación, Cynthia del Águila, y 
que convertía el Magisterio en 
una carrera universitaria. La 
propuesta suscitó mucha po-
lémica y protestas de maestros 
en todo el país, pero finalmen-
te logró obtener el apoyo del 
Sindicato de Trabajadores de 
la Educación, uno de los más 
fuertes de Gua temala: “Ver de 
la mano al líder magisterial, 
Joviel Aceve do, y a la ministra, 
Cynthia del Águila, en una es-
trategia de mediano y largo 
plazo fue un hecho histórico”. 
GustaVO PORRas
[Presidente del consejo econóMico y social –ces–]
el antiguo  
miembro del  
ejército Guerrillero 
de los Pobres 
(eGP) consiguió 
reunir alrededor 







GustaVO PORRas  
casteJÓn
Ciudad de Guatemala, 1946.
Estudió Derecho en la Uni-
versidad Rafael Landívar 
y cursó una maestría en la 
Escuela de Altos Estudios 
en Sociología de París. 
Participó en la fundación 
del Ejército Guerrillero de 
los Pobres (EGP), en el que 
militó hasta 1984. Tras re-
nunciar a la lucha armada, 
se incorporó al gobierno 
de Álvaro Arzú (1996-2000) 
como secretario privado 
de la Presidencia y coor-
dinador de la Comisión 
de Paz. Posteriormente ha 
ejercido como catedrático 
universitario, asesor políti-
co y consultor internacio-
nal. Su libro Las huellas de 
Guatemala se considera 
una de las obras más influ-
yentes sobre el conflicto 




Fue constituido en 2012 
y ha participado en ini-
ciativas legislativas sobre 
trabajo, desarrollo rural o 
educación. Ha auspiciado 
encuentros entre empre-
sarios y representantes 
de la Organización Inter-
nacional del Trabajo (OIT) 
para debatir iniciativas 
relacionadas con el em-
pleo, el salario mínimo, los 
salarios diferenciados, la 
libertad sindical y la nego-
ciación colectiva.
Guatemala ocupa el puesto número 78 en el Índice Global de Competitividad 
(2014-2015) elaborado por el Foro Económico Mundial. En 2013 ocupaba el 
puesto 85. La seguridad, la transparencia política y la calidad del sistema 
educativo fueron los aspectos peor valorados en el último estudio.
España está realmente interesada 
en el desarrollo positivo de América 
Latina y ve su relación en términos de 
prosperidad para nuestros países”
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Rigoberto Quemé nació hace 69 años en el barrio de San Bartolomé, que 
hoy forma parte del casco ur-
bano de Quetzaltenango pero 
que entonces era un puñado 
de calles de tierra a las que 
no llegaba ni el agua ni la luz 
eléctrica, como aún sucede en 
la periferia de muchas ciuda-
des de Guatemala. Su familia 
se dedicaba a la agricultura y 
a la artesanía y él, al igual que 
tantos niños guatemaltecos, 
empezó a trabajar a los cinco 
años. Dejó los estudios antes 
de concluir la secundaria pero 
nunca perdió el interés por lo 
que ocurría a su alrededor ni la 
sensibilidad hacia los proble-
mas de sus vecinos. 
En 1972, su compromiso 
con la comunidad le llevó a 
participar en la creación de 
Xel­ju, un comité cívico inte-
grado por personas indígenas 
interesadas en participar ac-
tivamente en la política mu-
nicipal. En 1978 fue elegido 
concejal y se propuso retomar 
su formación académica, con-
vencido de que sólo así po-
dría afrontar los retos de su 
nueva situación y ser útil a la 
comunidad. Se matriculó en 
la universidad a los 37 años y 
con un hijo de 17. Siete años 
después, era licenciado en 
Ad ministración de Empresas 
y maestro en Administración 
Pú blica y Antropología. En 
1995 se convirtió en el primer 
y hasta el momento único al-
calde indígena de Quetzalte-
nango, la segunda ciudad más 
importante de Guatemala y 
un municipio poblado mayo-
ritariamente por ladinos. El 
eslogan que lo llevó a la victo-
ria fue: “Por una ciudad mo-
derna con alma de pueblo”.
Quemé gobernó entre 1995 
y 2003, pero Xela, como se co-
noce popularmente a la ciu-
dad, todavía se beneficia de 
algunas de las innovadoras 
po líticas impulsadas duran-
te su mandato. Tal vez la más 
importante fue la creación del 
Plan Maestro del Agua, el pri-
mer proyecto integral de agua 
que se llevó a cabo en el país y 
que permitió llevar suministro 
a más de 35.000 familias. 
La Cooperación Española 
fue la primera institución inter-
nacional en apostar por Xel­ju. 
En opinión de Quemé, el apo-
yo de España otorgó credibili-
dad al proyecto y favoreció que 
se sumaran otros or ganismos 
internacionales. El ex alcalde 
aún recuerda el espaldarazo 
que supuso la visita de la Reina 
Sofía a la ciudad en 1998. 
“El apoyo de España fue una 
tabla de salvación que nos per-
mitió mantenernos a flote en 
medio del ataque racista al que 
fuimos sometidos, tanto por 
los sectores más conservado-
res de la ciudad como incluso 
por parte de algunas personas 
de izquierda que no concebían 
que un indio los gobernara. 
Después se sumaron Austria, 
Italia, Japón o el Banco Intera-
mericano de Desarrollo, pero 
sin el respaldo de España di-
fícilmente habríamos obte nido 
tanto apoyo”, explica Que mé. 
El trabajo coordinado de los 
técnicos de estos organismos 
permitió, entre otras cosas, so-
lucionar el histórico problema 
de suministro de agua que pa-
decía la ciudad. 
España también partici-
pó directamente en la ela-
boración del Plan Maestro 
de Revitalización del Centro 
Histórico, que incluyó la res-
tauración de la fachada de la 
Catedral del Espíritu Santo, 
y en la im ple mentación del 
sistema de re caudación del 
Impuesto Único Sobre Inmue-
bles (IUSI). La contribución 
de España se tradujo en el 
establecimiento de un meca-
nismo de auto eva luación que 
facilitó a los ve cinos calcular 
el pago que correspondía a 
sus inmuebles. Aquel sistema 
permitió a la Municipalidad 
recaudar fondos que se desti-
naron, entre otras acciones, a 
alfabetizar a mujeres indíge-
nas. Numerosas organizacio-
nes y cooperativas textiles y 
artesanales creadas entonces 
fun cionan todavía. La flexibi-
lidad mostrada por los técni-
cos españoles fue, según Que-
mé, esencial para que estos 
proyectos pudieran llevarse 
a cabo: “Tuvieron mucha vo-
luntad de adaptarse a los pla-
nes que nosotros habíamos 
previsto y eso no es fácil por-
que las cooperaciones suelen 
tener mecanismos de funcio-
namiento muy rígidos”.
Las políticas del equipo de 
Xel­ju no se limitaron sólo a 
los pueblos indígenas. El en-
tonces alcalde también buscó 
la complicidad del sector em-
presarial. En su primer año de 
gestión convocó a un grupo 
de empresarios para conocer 
sus inquietudes. Ese encuen-
tro dio lugar a la creación del 
Grupo Gestor de Quetzalte-
nango, un modelo que se ha 
replicado en 18 departamen-
tos y 102 municipios.
Xel­ju sigue existiendo aun-
que más debilitado que enton-
ces. Rigoberto Quemé reconoce 
que los ocho años de gobierno 
municipal provocaron un im-
portante desgaste y la salida 
de varias personas hacia dife­
rentes partidos de alcance na ­
cional. Sin embargo, la expe-
riencia de aquellos años es hoy 
el modelo en que se basan mu-
chos comités cívicos que aspi-
ran a gobernar sus municipios 




Fue el primer  
alcalde indígena  
de quetzaltenango,  
la segunda ciudad  
más importante 








nistración de Empresas 
por la Universidad de 
San Carlos de Guate-
mala (Usac), maestro en 
Administración Pública 
y Antropología por el 
Instituto Nacional de 
Administración Pública 
(INAP) y en Antropología 
Social por la Universidad 
de París VIII. 
Fue alcalde de Quetzal-
tenango entre 1996 y 
2004. Después se incor-
poró como docente a 
la Usac y participó en el 
programa Municipios 
Indígenas, de la Unión 
Europea (2006-2009). Es 
consultor independiente 
para temas de pueblos 
indígenas, derechos de 
género y municipalismo.
XeL-Ju
Es un movimiento de los 
pueblos indígenas de 
Quetzaltenango para la 
práctica plural de la polí-
tica. Fue fundado en 1972 
y concurrió por primera 
vez a las elecciones muni-
cipales en 1974. Ocupó la 
alcaldía, a través de Rigo-
berto Quemé, entre 1996 
y 2004. Actualmente es la 
segunda fuerza política de 
la ciudad.
Según un estudio de la Fundación 
Telefónica, en Guatemala el  
20 por ciento de los niños y niñas  
de 7 a 14 años trabaja.
El mismo informe cifra en  
12.000 el número de menores  
de 6 años que realiza alguna  
actividad laboral.
La Cooperación Española fue la tabla de salvación 
que nos permitió mantenernos a f lote en medio 
del ataque racista al que fuimos sometidos”
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Cuando Juan Pablo Ríos recibió el encargo de po ner en marcha la De-
partamento de Investigación 
de Delitos contra la Vida, la 
Po licía Nacional Civil (PNC) 
de Guatemala apenas era ca-
paz de resolver el 2 por ciento 
de los aproximadamente 20 
ho micidios que se producían 
dia riamente en el país. La fal-
ta de recursos era sólo uno de 
los problemas, pero había otros 
más difíciles de solucionar. 
El conflicto armado había 
convertido a la Policía en un 
cuerpo “altamente eficaz para 
hacer cosas malas”, en pala-
bras de Ríos, pero no tanto 
pa ra cumplir su verdadero co-
metido. La guerra había milita-
rizado su mentalidad y perver-
tido sus valores más esenciales. 
“Tenían una cultura basada en 
amigos y enemigos, y ya se sabe 
que en la concepción militar al 
enemigo hay que aniquilarlo. 
La Policía, en cambio, no tiene 
enemigos, su misión es protec-
ción y servicio”, explica. 
Como consecuencia, a la PNC 
se le habían ido retirando bue-
na parte de sus competencias 
en favor del Ministerio Público 
(MP). No tenía departamento 
científico ni tampoco servicio 
de inteligencia. “Quienes dise-
ñaron el proceso penal pensa-
ron que cuanto menos hiciera la 
Policía, mejor”, recuerda Ríos. 
Pero ni la Policía ni los fiscales 
lograban frenar la creciente im-
punidad que padecía el sistema 
de justicia guatemalteco. 
La creación del Departamen-
to de Investigación de Delitos 
contra la Vida formó parte del 
programa Justicia y Seguridad: 
Re ducción de la Impunidad, 
diseñado por la Cooperación 
Española para contribuir al 
fortalecimiento del sistema de 
justicia guatemalteco. Con ese 
objetivo, se analizó profunda-
mente el fun cionamien to de los 
diferentes organismos implica-
dos, se re formaron institucio-
nes y se crearon otras nuevas. 
El proyecto contó con el apoyo 
técnico y el respaldo financiero 
de España, pero fue dirigido 
por personal local. Ahí residió, 
según Ríos, una de las claves de 
su éxito: “La Cooperación Espa-
ñola respeta la cultura del país 
y trata de armonizarse con ella. 
Nunca suplantaron mi autori-
dad y eso es algo que no todas 
las cooperaciones consiguen”.
Con el asesoramiento del 
Cuer po Nacional de Policía de 
Es paña, Ríos diseñó un nuevo 
mo delo de investigación crimi-
nal que redefinió las competen-
cias tanto de los agentes de segu-
ridad como de los fiscales y, so-
bre todo, logró una mayor coor-
dinación de ambos operadores. 
En este aspecto resultó funda-
mental la contribución del fiscal 
Ricardo Guzmán Loyo, quien 
en 2012 fue nombrado director 
de la Fiscalía de Delitos contra 
la Vida. Fue él quien empezó a 
conexar (conectar) los diferentes 
delitos para optimizar tiempo 
y recursos y establecer patrones 
de comportamiento que permi-
tieran desarticular las grandes 
organizaciones criminales. 
Antes de aplicar el modelo, 
fue necesario acometer una 
profunda depuración del per-
sonal. “Una parte del recurso 
humano estaba contaminado 
y otra vencida por la pereza”, 
ex plica Ríos. Se elaboró un 
per fil a partir de las cualida-
des requeridas y se acudió a la 
Aca demia en busca de jóvenes 
que lo cumplieran. Se valoró 
que fueran, al menos, maestros 
o peritos y que residieran a no 
más de una hora de la capital, 
para que pudieran dormir en 
sus casas. Hasta entonces era 
habitual que los agentes vivie-
ran en la comisaría para aho-
rrar, pero esa era una de las 
muchas costumbres castrenses 
que se buscaba erradicar. Una 
psicóloga diseñó las pruebas 
a las que debían someterse los 
aspirantes y recomendó que se 
realizaran también a los policías 
en ejercicio. Los resultados re-
velaron la existencia de severas 
patologías mentales entre los 
veteranos. Cuando concluyó la 
depuración, el 80 por ciento de 
los agentes eran nuevos y el 20 
por ciento veteranos. 
Unos y otros recibieron for-
mación en Derecho Procesal Pe ­
nal, balística, tanatología foren­
se, análisis estratégico, crimen 
organizado, redes de trata o 
femicidio. También en el fun-
cionamiento de las pandillas, 
responsables de más del 60 por 
ciento de los crímenes de la ca-
pital, contra las que se confor-
mó un equipo especial. En 2011, 
siete años después de iniciarse 
el proceso, el número de casos 
resueltos se había incrementado 
considerablemente y, aún más 
importante, había descendido 
la prevalencia. “De los 17 homi-
cidios que se producían en la ca-
pital cuando empezamos, pasa-
mos a tener días con ninguno”, 
revela Ríos, que cree que los re-
sultados serían aún mejores si el 
Gobierno acompañara la acción 
policial con una adecuada polí-
tica de prevención. 
Entre 2011 y 2013 el Depar-
tamento de Investigación de 
De litos contra la Vida resolvió 
crí menes de enorme impacto, 
co mo el asesinato del cantante 
ar gentino Facundo Cabral o las 
ma tanzas de Salcajá, en la que 
fueron asesinados ocho po­
licías, y San José Nacahuil, que 
dejó 11 muertos y 15 heridos. El 
éxito del modelo trascendió y 
fue replicado en la lucha contra 
la trata de personas y también 
contra los delitos sexuales. 
Juan PabLO RíOs
[asesor del Ministerio de Gobernación]




delitos contra la  
vida de la Policía 
nacional civil, que en 
menos de tres años 
logró incrementar en  
más de un 20 por 




Ciudad de Guatemala, 1974.
Es licenciado en Dere-
cho por la Universidad 
Francisco Marroquín de 
Guatemala y magíster en 
Criminología por la Uni-
versidad Galileo. Empezó 
su carrera como fiscal 
antes de asumir el diseño 
e implementación del 
Departamento de Investi-
gación de Delitos contra la 
Vida de la Policía Nacional 
Civil (2006-2012) como 
consultor de la AECID. 
Posteriormente ha puesto 
en marcha la Unidad de 
Investigación de Trata de 
Personas (2012-2013). 
Actualmente es consultor 
en Criminología e Inves-
tigación Criminal para 
diferentes organizaciones 
y asesor del Ministerio  
de Gobernación. 
En 2009, se registraron 2.644 homicidios en la 
capital de Guatemala, según la Policía Nacional 
Civil. En 2013, la cifra fue de 1.685.
El homicidio es la primera causa de fallecimiento 
entre varones de 10 a 19 años en Guatemala, 
según un estudio de UNICEF.
El rasgo que define a la Cooperación Española 
es su respeto por la cultura de Guatemala y su 
esfuerzo por armonizarse” 
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Guatemala es el país con mayor potencial hidro-eléctrico de Centroamé­
rica. Se estima que puede pro-
ducir alrededor de 5.000 me-
gavatios, de los que, según el 
Ministerio de Energía y Minas, 
se aprovecha menos del 20 por 
ciento. Lejos de generar rique-
za y empleo, los recursos hídri-
cos constituyen una fuente de 
conflictividad que en los últi-
mos años ha dejado muertos 
tanto entre las comunidades 
opositoras como entre los mili-
tares desplazados a las protes-
tas. Las causas son diversas y 
complejas, pero confluyen en 
la incapacidad del Estado para 
mediar entre los intereses de 
las empresas, tanto nacionales 
como extranjeras, y las reivin-
dicaciones de las comunidades, 
algunas de las cuales carecen 
de acceso a electricidad.
Aunque las hidroeléctricas 
siempre han generado conflicti-
vidad, las posturas se han radi-
calizado en los últimos años ante 
la ausencia de una intermedia-
ción eficaz. En marzo de 2014, 
15 proyectos se encontraban 
detenidos por conflictos entre 
las comunidades y las empresas. 
“Eso tiene un costo muy elevado 
para los inversionistas, pero el 
costo para el país resulta incuan-
tificable puesto que se genera la 
percepción de que no hay que 
invertir en Guatemala porque es 
peligroso”, explica Renzo Rosal, 
director del departamento de 
Incidencia Pública de la Univer-
sidad Rafael Landívar. 
Rosal coordinó el informe 
Gestión e inclusión social en pro-
yectos hidroeléctricos, un estudio 
promovido por la Cooperación 
Española que aspira a conver-
tirse en la hoja de ruta para los 
diferentes sectores implicados: 
empresas, Gobierno, autorida-
des municipales, comunidades 
y también las organizaciones 
sociales que apoyan a las comu-
nidades, algunas de las cuales, 
según Rosal, han encontrado en 
la conflictividad un negocio y 
pervierten las legítimas protes-
tas de los pobladores. El objetivo 
no es intermediar en el conflicto 
sino analizar sus causas y tratar 
de prevenirlo: “La experiencia 
de España en otros países de 
América ha demostrado que 
es posible generar un producto 
viable económica, social y am-
bientalmente. Queremos explo-
rar esa vía, porque la actual nos 
conduce a la nada”.
El estudio concluyó que, al 
contrario de lo que se piensa, no 
existe una oposición de la po-
blación a las hidroeléctricas. Re-
chazan los métodos con que se 
implantan y que no se respeten 
las consultas populares. “El 90 
por ciento de la gente entiende 
la importancia de estas inver-
siones, lo que rechazan son los 
procesos invasivos y la falta de 
diálogo. Muchos alcaldes no se 
enteran de la existencia del pro-
yecto hasta que reciben la soli-
citud de la licencia de obras”, 
explica Rosal. Para atajar ese 
problema, se ha elaborado una 
guía destinada a los inversio-
nistas, que enumera una serie 
de iniciativas a llevar a cabo con 
las comunidades para que éstas 
también puedan beneficiarse. 
Cumplir o no estas recomen-
daciones queda, al menos por 
ahora, en manos de las empre-
sas, pues no existe una ley que 
las comprometa. Hasta el mo-
mento, la inversión que las hi-
droeléctricas han realizado en 
las comunidades ha sido fruto 
de acuerdos puntuales.
Aunque promulgarla es un 
mandato constitucional, Guate-
mala no tiene una ley general de 
aguas. Los requisitos exigidos 
para explotar los recursos hidro-
eléctricos son, según Rosal, ex-
cesivamente laxos. “El papel del 
Estado está siendo de mero fa-
cilitador de las inversiones, pero 
ni eso se está consiguiendo por-
que las empresas tampoco están 
satisfechas”, explica. El estudio 
incluye las bases para elaborar 
una ley hídrica y sugiere modi-
ficaciones a la Ley General de 
Electricidad. También enumera 
recomendaciones para las dife-
rentes instituciones implicadas: 
Ministerio de Energía y Minas, 
Ministerio de Ambiente y Re-
cursos Naturales, la Secretaría 
de Planificación y Programación 
de la Presidencia (Segeplan) y el 
Sistema Nacional de Diálogo. 
“Tanto las comunidades como 
las empresas están de acuerdo en 
que el papel del Estado es insufi­
ciente. Sólo interviene cuando 
estalla el incendio, pero no actúa 
sobre sus causas”, lamenta.
Para Rosal, en este estudio 
confluyen varios de los asuntos 
que han sido prioritarios para la 
Cooperación Española en Gua-
temala, cuyo compromiso “va 
más allá de aportar recursos y 
ejecutar proyectos”. Entre ellos, 
destaca la promoción de los de-
rechos indígenas, el desarrollo 
municipal, el diálogo regional, el 
medio ambiente y, especialmen-
te, el fortalecimiento institucio-
nal: “La AECID ha contribuido 
decisiva mente a fortalecer a las 
instituciones del país, pero so-
bre todo a que se reconozca la 
importancia de la institucionali-
dad. Si no se fortalecen las insti-
tuciones, el país corre grave peli-
gro de sufrir nuevas debilida des 
y estancamientos que pondrían 
en riesgo los escenarios de mí­
nima gobernabilidad”. 
RenzO ROsaL
[director de incidencia Pública  
de la uniVersidad raFael landíVar]
coordinó el estudio 
‘Gestión e inclusión 
social en proyectos 
hidroeléctricos‘, 
que tiene como 
objetivo prevenir la 
conflictividad que 
genera la explotación 








do en Sociología Política 
y Relaciones Internacio-
nales. Ha sido docente 
de la Universidad Rafael 
Landívar de Guatemala, 
en la que ejerció como 
decano de la Facultad de 
Ciencias Políticas. Fue ase-
sor político del Programa 
de Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) y 
subsecretario ejecutivo 
durante el Gobierno de 
Óscar Berger (2004-2008). 
Desde 2009 es director  
del departamento de  
Incidencia Pública de la 
URL, asesor de Análisis 
Estratégico de la Procu-
raduría de los Derechos 
Humanos y columnista  
del diario Prensa Libre.
En marzo de 2014, 15 de los 52 proyectos 
autorizados por el MEM estaban detenidos por 
diferentes conflictos.
Según cifras del Ministerio de Energía y Minas 
(MEM), Guatemala solo explota el 18 por ciento 
de su potencial hidroeléctrico.
Gracias al esfuerzo de la Cooperación Española, 






Ciudad de Guatemala, 1965.
Es licenciada en Medicina 
con especialidad en Ciru-
gía por la Universidad de 
San Carlos de Guatemala 
(Usac). Posteriormente 
cursó una maestría en 
Salud Pública para Paí-
ses en Desarrollo en la 
University of Wales (Ga-
les) y un postgrado en 
Investigación Social en la 
London South Bank Uni-
versity (Inglaterra). Tras 
pasar ocho años ligada 
al Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), en 2008 asumió 
la dirección de la Secreta-
ría General de Planifica-
ción y Programación de la 
Presidencia de Guatemala 
(Segeplan), cargo que 
ocupó hasta 2012. 
En la actualidad ejerce 
como asesora indepen-
diente para temas de 
desarrollo y colabora con 
numerosos organismos 
internacionales, entre 
ellas la International La-
bour Organization, la Or-
ganización de Naciones 
Unidas o el Gobierno de 
Honduras.
Karin Slowing quería es-tudiar Sociología por-que creía que así podría 
comprender mejor la naturale-
za de los problemas que vivía 
Guatemala y que, a pesar de 
crecer en un entorno acomoda-
do, percibió desde su infancia. 
Pero el conflicto armado que 
vivía el país la llevó a matri-
cularse en Medicina. “En 1982, 
cuando terminé el colegio, los 
estudiantes de Sociología eran 
los que aparecían asesinados o 
desaparecían”, explica. 
Durante los meses de Ejer-
cicio Profesional Supervisado, 
Slowing trabajó en un ingenio 
azucarero en Escuintla. Llevaba 
a cabo vacunaciones y campa-
ñas de higiene, se ocupaba de 
que los trabajadores usaran el 
equipo de protección, analizaba 
la calidad del agua, organizaba 
jornadas de salud dental y oftal-
mológica... Así descubrió que la 
Medicina también le otorgaba 
herramientas para intervenir 
sobre las causas de algunos de 
esos desequilibrios que había 
percibido desde niña.
Después de terminar su la-
bor en Escuintla, cursó una 
maes tría en Salud Pública para 
Paí ses en Desarrollo, en Gales, 
y un postgrado en Investiga-
ción Social, en Inglaterra. Al re-
gresar de Europa, se incorporó 
al Programa de Naciones Uni-
das para el Desarrollo (PNUD), 
en el que ejerció como coordi-
nadora para Guatemala. 
En 2008, el presidente Álva-
ro Colom le ofreció entrar a su 
Gobierno como directora de la 
Secretaría General de Planifi-
cación y Programación (Sege-
plan). Slowing nunca había par-
ticipado en política y no estaba 
afiliada a ninguna formación, 
pero aceptó el reto. “Me plan-
teé que hablar de desarrollo y 
echarme el discurso de analista 
sin haber estado nunca dentro 
del sistema y predicado con el 
ejemplo no se valía, y acepté 
porque algunos de los integran-
tes de aquel Gobierno me mere-
cían confianza”, afirma.
Aunque Segeplan tenía más 
de 50 años de historia y había 
desempeñado un rol importante 
en otras épocas, Slowing encon-
tró una institución “desmante-
lada, desarticulada y desmora-
lizada”. Se propuso devolverle 
la funcionalidad y recuperar 
el Sistema Nacional de Planifi-
cación para el Desarrollo para 
dirigir los esfuerzos de todos 
los organismos públicos hacia 
la misma dirección. Coordinar 
a las diferentes administracio-
nes nacionales y municipales ha 
sido un desafío histórico para 
los gobiernos de Guatemala.
En los casi cuatro años de su 
gestión, Segeplan instauró un 
sistema que permitió planificar 
todo el territorio nacional hacia 
un mismo objetivo: la consecu-
ción de los Objetivos del Mile-
nio. También estableció algunos 
mecanismos de control interno 
para prevenir la corrupción, 
especialmente en lo relaciona-
do con la obra pública, a la que 
apenas se daba seguimiento. 
Los elevados estándares técni-
cos y éticos que impuso, lleva-
ron a Slowing a vivir momentos 
di fíciles. “Cuan do empiezas a 
or denar, verificar y reportar vas 
viendo los mecanismos de las 
transas. Hubo momentos muy 
incómodos, pero tuvimos el res-
paldo del presidente”, confiesa. 
Entre las funciones de Sege-
plan está regular las relaciones 
con las cooperaciones interna-
cionales, que hasta entonces se 
habían producido en un escena-
rio de “absoluto desequilibrio”, 
según Slowing. La Secretaría se 
limitaba a tramitar los proyectos, 
pero no realizaba análisis ni se-
guimiento de los mismos, por la 
debilidad de la institución y por 
la reticencia de las cooperaciones 
a informar de sus actividades.
Con el apoyo de España, 
Slowing fortaleció a la Subse-
cretaría de Cooperación Inter-
nacional para dar más consis-
tencia y contenido a la coope-
ración y, a la vez, reforzar la 
posición de Guatemala en la 
interlocución. Segeplan generó 
informes que demostraron que 
el país cumplía los acuerdos de 
la Declaración de París sobre la 
Eficacia de Ayuda al Desarrollo 
más que algunos cooperantes. 
Esos acuerdos implican, esen-
cialmente, el compromiso de los 
cooperantes por armonizar sus 
acciones con las prioridades es­
tablecidas por los receptores. 
Aquel esfuerzo permitió obte-
ner información hasta entonces 
desconocida sobre los proyectos 
que se desarrollan en el país y 
reforzó la posición de Guatema-
la, que lideró la postura conjun-
ta de Centroamérica en el Foro 
de Alto Nivel sobre Eficacia de 
la Ayuda celebrado en Busan 
(Corea del Sur) en 2011.    
Para Slowing, aquel proyecto 
demostró el compromiso de Es-
paña por cumplir los acuerdos 
internacionales y su apuesta por 
promover el fortalecimiento del 
poder civil, dos rasgos que, se-
gún ella, distinguen la labor de 
la Cooperación Española en Gua-
temala. “España tiene un com­
promiso por alinearse con los in-
tereses de nuestro país que muy 
pocos cooperantes tienen”, expli-
ca, y cita como ejemplo los fon-
dos otorgados durante su gestión 
para fortalecer la educación, que 
fueron ejecutados di rectamente 
por Guatemala: “Esa actitud de 
apostar por el país a pesar de las 
dificultades que existen tiene un 
enorme valor”.
kaRin sLOWinG umaña
[asesora internacional en PlaniFicación sectorial]
durante su gestión al 
frente de la secretaría 
de Planificación 
(2008-2012), la 
institución logró que 
todos los organismos 
del estado enfocaran 
sus esfuerzos en la 
consecución de los 
objetivos del Milenio.  
En ese periodo, España fue el tercer  
cooperante bilateral más importante de 
Guatemala, por detrás de Estados Unidos  
y Alemania. 
Entre 2008 y 2012, Guatemala recibió fondos de 
cooperación internacional equivalentes a el 0.55 
por ciento de su Producto Interior Bruto, según 
un informe de la Secretaría de Planificación 
Estratégica (Segeplan).
España tiene un compromiso real  
por alinearse con los intereses de nuestro  
país que muy pocos cooperantes tienen”
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iRma RaqueL  
zeLaya ROsaLes
Ciudad de Guatemala, 1946.
Es licenciada en Econo-
mía y tiene estudios en 
Administración Pública 
y Ciencias Políticas. Fue 
miembro del Consejo de 
Estado en representa-
ción de la Asociación de 
Mujeres de Guatemala, 
ministra de Finanzas, in-
tegrante de la Comisión 
de la Paz y Secretaria de 
la Paz (1997-2000). Tras 
salir del Gobierno, en 
2000, ha representado 
al sector académico en 
la Comisión Nacional de 
Acuerdos de Paz. Es socia 
fundadora y presidenta 
de la Junta Directiva de la 
Asociación de Estudios e 
Investigaciones Sociales 
de Guatemala (Asíes), 
catedrática universitaria 




Es una organización civil 
que, en palabras de Ra-
quel Zelaya, promueve 
“una investigación que 
sirva de base a la discu-
sión pública y de insumo 
para quienes hacen las 
leyes”. Desde su creación, 
en 1979, ha llevado a cabo 
más de 8.000 investigacio-
nes enfocadas a “alcanzar 
un Estado democrático 
de Derecho y el pleno 
respeto a la dignidad de la 
persona de manera inclu-
yente, solidaria y justa”.
El proceso de paz que ter­minó con más de tres décadas de conflicto ar-
mado en Guatemala fue largo 
y complejo. Desde los primeros 
encuentros secretos entre emi-
sarios del presidente Vinicio 
Cerezo y representantes de la 
guerrilla, a mediados de los 80, 
hasta que se firmó el Acuerdo 
de Paz Firme y Duradera, en 
1996, pasaron cuatro gobiernos. 
Un intento de golpe de Estado 
y el secuestro de la empresaria 
Olga de Novella fueron algunos 
de los incidentes que pudieron 
echar por tierra las negociacio-
nes. Con los acuerdos ya firma-
dos, el veto de China al envío 
de una Misión de Verificación 
de Naciones Unidas amenazó 
con devolver a Guatemala a la 
casilla de salida. 
España acompañó la pacifica-
ción desde el comienzo, debido, 
entre otros motivos, al papel re-
levante del embajador de Guate-
mala en España, Danilo Barillas, 
el primer representante del Go-
bierno que se reunió con líderes 
guerrilleros. Aquellos encuen-
tros tuvieron lugar en Madrid 
en 1987. El Pacto de El Escorial, 
suscrito en 1990 entre la Unidad 
Revolucionaria Nacional Guate-
malteca (URNG) y los represen-
tantes de los partidos políticos, 
fue uno de los embriones de los 
compromisos que se firmarían 
entre 1991 y 1996. Uno de éstos, 
el que abordaba la inserción de 
la guerrilla a la vida democráti-
ca, fue suscrito en Madrid. 
“España fue uno de los paí-
ses más importantes durante 
el proceso. Su papel fue muy 
relevante, especialmente en la 
reinserción de la guerrilla, que 
se llevó a cabo de manera ejem-
plar”, explica Raquel Zelaya, 
uno de los cuatro representan-
tes del Gobierno que firmaron 
el Acuerdo sobre Bases para In-
corporar a la URNG a la Lega-
lidad. Alrededor de 3.000 per-
sonas, muchas de las cuales ha-
bían pasado la mayor parte de 
su vida en la clandestinidad, se 
incorporaron a la vida civil tras 
entregar las armas y someterse 
a diferentes capacitaciones. En 
diciembre de 1998, la URNG 
quedó formalmente constituida 
como partido político. 
El proceso constituyó un ex-
perimento sin precedentes, se-
gún Zelaya, precisamente por 
el relevante rol que se otorgó a 
los países donantes, entre ellos 
España, que se sentaron a la 
misma mesa que el Gobierno 
y la guerrilla. “Los gobiernos 
no suelen oficializar el papel de 
las cooperaciones, pero Ricardo 
Stein [entonces presidente de la 
Comisión de Acompañamiento 
para la Implementación, Cum-
plimiento y Verificación de los 
Acuerdos de Paz] entendió el 
valor de los diplomáticos de 
primer orden que había en el 
país, algunos de los cuales ha-
bían participado en la pacifica-
ción de El Salvador y tenían una 
experiencia valiosa”, explica. 
Zelaya fue la primera respon-
sable de la Secretaría de la Paz, 
creada en 1997 para promover 
un marco legislativo y político 
que garantizara el cumplimiento 
de los acuerdos. La guerra había 
terminado, pero muchos de los 
problemas que la habían provo-
cado seguían. El pueblo tenía de-
positadas grandes expectativas 
en la paz, pero la debilidad de 
las instituciones públicas dificul-
taba la necesaria transformación 
del Estado. Bajo su coordinación 
se crearon más de una veinte-
na de comisiones, siete de ellas 
integradas por indígenas y re-
presentantes del Gobierno que, 
como recuerda Zelaya, “nunca 
antes se habían sentado a la mis-
ma mesa”. Entre 1997 y 2000 se 
aprobaron 16 leyes relacionadas 
con los acuerdos, entre ellas la 
Reforma Policial, que contó con 
la asistencia técnica de España. 
También se crearon la Superin-
tendencia de Administración 
Tributaria (SAT) o el Instituto de 
la Defensoría Pública Penal, en-
tre otras instituciones. 
“Fue un proceso complicado 
porque ambas partes se sentían 
vencedoras a su manera. Ade-
más, hubo que transformar la 
voluntad de la guerrilla, que 
de querer destruir el Estado 
debía pasar a participar en su 
construcción”, explica Zelaya, 
que destaca la importancia de 
los esfuerzos diplomáticos de 
España: “Acompañó la pacifi-
cación de manera incondicional 
y su intervención ha facilitado 
que se alcancen consensos entre 
expresiones ideológicas muy 
diferentes, algo que de otra ma-
nera habría sido muy difícil”. 
Zelaya rehúye cuantificar 
en qué medida se han imple-
mentado los Acuerdos de Paz. 
Cree que se han dado avances 
importantes en temas como la 
transformación de la justicia 
o el acceso de las mujeres a la 
vida pública, pero reconoce que 
el fortalecimiento del poder ci-
vil constituye aún un desafío. 
Lamentablemente, la violencia 
no ha desaparecido de Guate-
mala con la firma de la paz: “La 
Organización de Estados Ame-
ricanos (OEA) ha advertido que 
corremos el riesgo de convertir-
nos en un centro internacional 
de narcotráfico. Son enemigos 
ajenos al escenario de postgue-
rra, pero están muy presentes”. 
RaqueL zeLaya
[Presidenta de la junta directiVa de la asociación 
de estudios e inVestiGaciones sociales –asíes–]
representó al 
Gobierno en los 
acuerdos de Paz 
y puso en marcha 
la secretaría de 
la Paz, institución 
encargada de velar 
por el cumplimiento 
de los compromisos 
firmados.
La Misión de Verificación de 
Desarme y Desmovilización de 
Naciones Unidas estuvo compuesta 
por 188 miembros de 18 países 
diferentes.
Según Naciones Unidas, fueron 
desmovilizados 2.928 miembros de 
la Unidad Revolucionaria Nacional 
Guatemalteca (URNG), que 
entregaron 532.102 armas.
La intervención de España ha facilitado  
consensos entre expresiones ideológicas  
muy diferentes que de otra manera habrían  
sido sumamente difíciles de alcanzar”
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l objetivo de este documento es conocer y dar a conocer la visión que los guatemaltecos y 
guatemaltecas tienen del trabajo llevado a cabo por la Cooperación Española a lo largo del 
último cuarto de siglo. Por ese motivo recurrimos a quienes más saben de nuestra labor: los 
profesionales y activistas que trabajan diariamente para que los fondos enviados desde Espa-
ña se conviertan en herramientas de prosperidad para los ciudadanos de Guatemala. Son 25 
porque ese es el aniversario que conmemoramos en este 2014, pero podrían ser muchos más. No habría 
páginas suficientes para enumerar a las personas que nos han acompañado a lo largo de este camino. La 
armonización con las instituciones y organizaciones locales ha sido, es y continuará siendo una de nues-
tras principales señas de identidad.
Los testimonios aquí recogidos, algunos conmovedores y otros sobrecogedores, reflejan la realidad 
en la que viven muchas personas en Guatemala. También las dificultades a las que se enfrentan cada 
día quienes, desde las administraciones o las organizaciones de la sociedad civil, tratan de cambiar 
esa realidad. Apoyarlos y acompañarlos en su esfuerzo por construir un futuro mejor ha sido nuestro 
principal objetivo. Nos congratula comprobar, a través de estos testimonios, que el trabajo ha estado 
bien encaminado. 
Este documento constata que los logros obtenidos durante estos años son palpables. Y eso ha sido po-
sible, también, gracias al trabajo de numerosos profesionales españoles que, desde las administraciones 
públicas, ONGDs, universidades y el sector privado han aportado su experiencia, capacidad de trabajo e 
ilusión y que, a cambio, han atesorado valiosas experiencias humanas y profesionales. 
Mediante esta publicación, pretendemos reconocer la labor conjunta realizada durante estos años 
y también reafirmar el sólido compromiso que siempre hemos mantenido con Guatemala. La sociedad 
guatemalteca enfrenta retos nada sencillos, pero lo hará con el apoyo de España. La solidaridad y la cola-
boración para superar las desigualdades están en el ADN de los españoles.
La Cooperación Española en Guatemala también tiene por delante importantes desafíos, relacionados 
con la adopción de nuevos instrumentos y modalidades de gestión en un marco de contención presu-
puestaria. Este documento nos ofrece argumentos para afrontarlos con optimismo. Los testimonios aquí 
expresados demuestran que el elemento diferenciador y principal valor de la Cooperación Española es 
su recurso humano y su capacidad de interlocución. 
Sirva este trabajo como muestra de reconocimiento a todas las personas que han estado vinculadas a 
la Cooperación Española en Guatemala durante estos 25 años.
Esta publicación se terminó de imprimir en diciembre de 2014  
en los talleres de Serviprensa  
3a Avenida 14-62 Zona 1 Guatemala, Guatemala.
     AÑO   COORDINADOR GENERAL DE COOPERACIÓN
1987   José María Soler
1988-1989  Jaime Mulet Terres
1990-1991  Jorge Carvallo Dafonte
1993-1995  Carlos Rancaño Ribes
1995-1996  Cayetano Núñez Rivero
1997-1999  José Antonio González Mancebo
2000-2002  Luis Torres Moñino
2002-2004  Joaquim Tres Viladomat
2005-2010  Francisco Sancho López
Miguel Ángel Encinas
Coordinador General de 
la Cooperación Española 
en Guatemala.
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